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4. En sentencia de mayoría, dictada el 2 de diciembre de 2014, la Sala Especializada 

de lo Laboral de la Corte Provincial del Guayas también determinó que existían 

haberes pendientes de pago, pero estableció, además, que se produjo el despido 

intempestivo; y, en consecuencia, dispuso que los demandados paguen al ex 

trabajador un valor total de USD 24.270,66. 

 

5. El 9 de junio de 2015, el mencionado tribunal negó los pedidos de ampliación y 

aclaración de algunos de los demandados y, respecto del pedido de ampliación del 

ex trabajador, relativo a intereses, señaló que “estos valores deben ser pagados 

aunque el Juez no se pronuncie en la sentencia por disposición expresa del 

[artículo] 614 del Código de Trabajo”. 

 

6. Ramón Alberto Espinel Febres-Cordero y María Gabriela Baquerizo Villacrés 

interpusieron recurso de casación. En la Corte Nacional de Justicia, el proceso fue 

identificado con el No. 17731-2015-1726. El 13 de marzo de 2017, un tribunal de la 

Sala Especializada de lo Laboral de la Corte Nacional de Justicia emitió sentencia, 

en la que decidió no casar la providencia recurrida. 

 

7. El 20 de marzo de 2017, se negó el pedido de los recurrentes de ampliar la 

sentencia de casación. 

 

8. El 13 de abril de 2017, Ramón Alberto Espinel Febres-Cordero y María Gabriela 

Baquerizo Villacrés, en calidad de representantes de AGNAMAR S.A. y por sus 

propios derechos (en adelante, “los accionantes”), presentaron una demanda de 

acción extraordinaria de protección en contra de la sentencia de casación. 

 

B. Trámite ante la Corte Constitucional 
 

9. El 2 de octubre de 2017, la Sala de Admisión de la Corte Constitucional dispuso 

que, en el término de 5 días, se aclare y complete la demanda de acción 

extraordinaria de protección; providencia que fue notificada el 6 de octubre de 

2017. 

 

10. Los accionantes atendieron dicho requerimiento mediante documento presentado el 

16 de octubre de 2017. 

 

11. El 23 de octubre de 2017, “al no haber sido aclarada y completada la demanda 

dentro del término establecido”, la Sala de Admisión de la Corte Constitucional la 

rechazó y dispuso su archivo. 

 

12. El 24 de octubre de 2017, los accionantes solicitaron que se corrija el auto de 

rechazo, en consideración al documento que presentaron el 16 de octubre de 2017. 

 

13. El 31 de octubre de 2017, la Sala de Admisión de la Corte Constitucional dejó sin 

efecto el rechazo, al verificar que el documento de 16 de octubre de 2017 “por un 
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error involuntario, no estuvo agregado al expediente” y admitió a trámite la 

demanda de acción extraordinaria de protección. 

 

14. Una vez posesionados los actuales integrantes de la Corte Constitucional, mediante 

sorteo realizado el 12 de noviembre de 2019, la sustanciación de la causa 

correspondió al juez constitucional Alí Lozada Prado, quien avocó su conocimiento 

mediante auto de 17 de agosto de 2021, providencia en la que se requirió el 

correspondiente informe de descargo a la Sala Especializada de lo Laboral de la 

Corte Nacional de Justicia. 

 

15. El 20 de agosto de 2021, se presentó el informe de descargo. 

 

C. Las pretensiones de los accionantes y sus fundamentos 
 

16. Los accionantes pretenden que se declare la vulneración de sus derechos 

fundamentales en la sentencia impugnada, que se la deje sin efecto y que se ordene 

que otros jueces decidan sobre el recurso de casación interpuesto. 

 

17. Como fundamento de sus pretensiones, los accionantes consideran que se vulneró la 

garantía de la motivación porque la sentencia impugnada carecería de 

razonabilidad, lógica y comprensibilidad, los tres parámetros del conocido test de 

motivación. Específicamente, los accionantes formulan los siguientes cargos: 

 

17.1. Se vulneró su derecho al debido proceso en la garantía de la motivación 

porque la sentencia impugnada habría incumplido el test en el parámetro de la 

“razonabilidad”, por cuanto las normas y principios en que se fundamenta 

para descartar uno de los cargos casacionales no serían “aplicables al tema 

decidendum” y, por tanto, no “justifi[carían] la decisión de no casar la 

sentencia”. 

 

17.2. Se vulneró su derecho al debido proceso en la garantía de la motivación 

porque la sentencia impugnada habría incumplido el test en el parámetro de la 

“razonabilidad”, por cuanto “las juezas nacionales no [se] amparan en 

ninguna norma legal o constitucional para corregir los yerros [cometidos en 

la sentencia de apelación] sin casar la sentencia; [cuando] a contrario sensu, 

le correspondía casar la sentencia recurrida”. 

 

17.3. Se vulneró su derecho al debido proceso en la garantía de la motivación 

porque la sentencia impugnada habría incumplido el test en el parámetro de la 

“lógica”, por cuanto “previamente se considera como causa de nulidad 

procesal también la violación del trámite; pero al finalizar el estudio de la 

causal segunda los jueces mencionan que la violación de trámite no es causa 

de nulidad” [se omitió el énfasis del original]. 

 

17.4. Se vulneró su derecho al debido proceso en la garantía de la motivación 

porque la sentencia impugnada habría incumplido el test en el parámetro de la 
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“lógica”, por cuanto la “parte expositiva de la sentencia, claramente señala 4 

premisas de la decisión, las mismas que se tipifica en dos causales: 1. La 

causal segunda del artículo 3 de la Ley de Casación, para examinar la 

censura de los artículos 1014 y 335 [sic; lo correcto es 355] del Código de 

Procedimiento Civil; […] No obstante, la sentencia cuestionada al analizar 

la causal segunda del artículo 3 de la Ley de Casación, se aparta de las 

premisas; mencionando otras como el artículo 169 de la Constitución; y, 25 

del Código Orgánico de la Función Judicial que no fueron señaladas como 

premisas de la decisión” [se omitió el énfasis del original]. 

 

17.5. Se vulneró su derecho al debido proceso en la garantía de la motivación 

porque la sentencia impugnada habría incumplido el test en el parámetro de 

“lógica”, por cuanto “no contiene los razonamientos propios de las juezas de 

la Sala Especializada de lo Laboral de la Corte Nacional de Justicia; sino 

[que] simplemente reproducen los argumentos expuestos en la sentencia de 

segunda y última instancia”. 

 

17.6. Se vulneró su derecho al debido proceso en la garantía de la motivación 

porque la sentencia impugnada habría incumplido el test en el parámetro de 

“comprensibilidad”, por cuanto “se aparta de las premisas que debían ser 

objeto del recurso de casación; por contradecir en las ideas expuestas; y por 

carecer de justificación y razonamiento respecto a las censuras que fueron 

materia de análisis del Tribunal de Casación”. 

 

D. Informe de descargo 
 

18. La Presidenta de la Sala Especializada de lo Laboral de la Corte Nacional de 

Justicia informó que las juezas que emitieron la sentencia impugnada ya no se 

encuentran en funciones y afirmó que: “al no haber sido parte del referido Tribunal 

de casación, no me es posible emitir pronunciamiento alguno respecto de la acción 

extraordinaria propuesta, por lo tanto se deberá remitir al contenido de la 

sentencia”. 

 

II. Competencia 
 

19. En atención a lo dispuesto en los artículos 94 y 437 de la Constitución de la 

República del Ecuador (en adelante, “Constitución”), en concordancia con los 

artículos 63 y 191.2.d de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional (en adelante, “LOGJCC”), el Pleno de la Corte Constitucional es 

competente para conocer y resolver la presente acción extraordinaria de protección. 

 

III.  La garantía de la motivación y la jurisprudencia de esta Corte 
 

20. Toda vez que todos los cargos esgrimidos por los accionantes en contra de la 

sentencia impugnada versan sobre presuntas vulneraciones a la garantía de la 

motivación, esta Corte estima necesario hacer un balance sistemático de su 
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jurisprudencia en torno a dicha garantía, a fin de fijar algunas pautas sobre cómo 

debe examinarse un cargo relativo a la presunta vulneración de la garantía de la 

motivación. 

 

E. El alcance de la garantía de la motivación 
 

21. Esta Corte ha establecido que “[e]n un Estado constitucional, la legitimidad de las 

decisiones estatales no depende solo de quién las toma, sino también del porqué se 

lo hace: todo órgano del poder público tiene, no solo el deber de ceñir sus actos a 

las competencias y procedimientos jurídicamente establecidos (legitimidad formal), 

sino también el deber de motivar dichos actos, es decir, de fundamentarlos 

racionalmente (legitimidad material)”1. 

 

22. La motivación de un acto de autoridad pública es la expresión, oral o escrita, del 

razonamiento con el que la autoridad busca justificar dicho acto2. La motivación 

puede alcanzar diversos grados de calidad, puede ser mejor o peor. Sin embargo, 

como también ha señalado esta Corte, “los órganos del poder público” tienen el 

deber de “desarrollar la mejor argumentación posible en apoyo de sus 

decisiones”3. De ahí que todo acto del poder público debe contar con una 

motivación correcta, en el sentido de que toda decisión de autoridad debe basarse 

en: (i) una fundamentación normativa correcta, entendida como la mejor 

argumentación posible conforme al Derecho; y, (ii) una fundamentación fáctica 

correcta, entendida como la mejor argumentación posible conforme a los hechos. 

 

23. El de la motivación correcta es un ideal inherente al Estado constitucional porque 

este persigue la realización de la justicia a través del Derecho4; dicho ideal debe ser 

                                                           
1 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 32-21-IN/21 y acumulado, de 11 de agosto de 2021, 

párr. 51. 
2 En términos similares, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Corte IDH”) ha 

dicho que “la motivación es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una 

conclusión” (Corte IDH, Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador, sentencia de 21 de 

noviembre de 2007, párr. 107; Caso Apitz Barbera y otros –“Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo”– vs. Venezuela, sentencia de 5 de agosto de 2008, párr. 77; Caso Escher y otros vs. 

Brasil, sentencia de 6 de julio de 2009, párr. 208; Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela, sentencia de 1 

de julio de 2011, párr. 118; Caso López Mendoza vs. Venezuela, sentencia de 1 de septiembre de 2011, 

párr. 141; Caso García Ibarra y otros vs. Ecuador, sentencia de 17 de noviembre de 2015, párr. 151; 

Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros vs. Perú, sentencia de 23 de noviembre de 2017, párr. 

168; y, Caso V.R.P., V.P.C.* y otros vs. Nicaragua, sentencia de 8 de marzo 2018, párr. 254). Y, que la 

motivación es la “exposición racional de las razones que llevan al juzgador a adoptar una decisión” 

(Corte IDH, Caso Amrhein y otros vs. Costa Rica, sentencia de 25 de abril de 2018, párr. 268). 
3 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 32-21-IN/21 y acumulado, de 11 de agosto de 2021, 

párr. 52. 
4 La Constitución, en su artículo 1, determina que Ecuador es un “Estado constitucional de derechos y de 

justicia” y, en su artículo 169, preceptúa que “[e]l sistema procesal es un medio para la realización de la 

justicia”. Por consiguiente, como ha señalado la Corte IDH, “[e]l deber de motivar las resoluciones es 

una garantía vinculada a la recta administración de justicia, que les garantiza a los ciudadanos el 

derecho a ser juzgados por las razones que el derecho otorga” (Corte IDH, Caso Apitz Barbera y otros –

“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”– vs. Venezuela, sentencia de 5 de agosto de 2008, 

párr. 77; Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela, sentencia de 1 de julio de 2011, párr.118; Caso García 
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promovido como un pilar de la cultura jurídica por la sociedad en su conjunto. En 

ese sentido, el ordenamiento jurídico establece múltiples consecuencias para 

cuando una motivación es incorrecta conforme al Derecho –por ejemplo, en casos 

de errores en la interpretación y aplicación de normas jurídicas– o conforme a los 

hechos –por ejemplo, en casos de errores en la valoración de la prueba–. En 

general, ese tipo de incorrecciones afectan la validez de las resoluciones de 

autoridad pública y deben ser corregidas (dejadas sin efecto) por los órganos 

competentes a través de los medios de impugnación disponibles. Por ejemplo, los 

recursos administrativos, la acción contencioso-administrativa, los recursos de 

apelación o casación, las garantías jurisdiccionales, etc. Es más, algunas de esas 

incorrecciones pueden traer consigo responsabilidades de orden civil, 

administrativo o penal para sus autores. 

 

24. Sin embargo, la garantía de la motivación –por sí sola– no asegura a las personas 

que las decisiones de las autoridades públicas cuenten con una motivación correcta 

conforme al Derecho y conforme a los hechos, sino que tengan una motivación 

suficiente5: suficiente para que el derecho al debido proceso y, en particular, el 

derecho a la defensa puedan ser efectivamente ejercidos con miras a enmendar las 

incorrecciones en que incurrieren los actos del poder públicoi (estas letras remiten a las “Notas 

al margen” que, con fines puramente explicativos, componen el APÉNDICE de esta sentencia). 

 

25. En efecto, la Constitución y la jurisprudencia de esta Corte han establecido que el 

derecho al debido proceso y, en particular, el derecho a la defensa son principios 

constitucionales que están rodeados de una serie de garantías, una de las cuales es 

                                                                                                                                                                          
Ibarra y otros vs. Ecuador, sentencia de 17 de noviembre de 2015, párr. 151; Caso Chinchilla Sandoval 

vs. Guatemala, sentencia de 29 de febrero de 2016, párr. 248; Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y 

otros vs. Perú, sentencia de 23 de noviembre de 2017, párr. 168; Caso Amrhein y otros vs. Costa Rica, 

sentencia de 25 de abril de 2018, párr. 268; y, Caso Cuscul Pivaral y Otros vs. Guatemala, sentencia de 

23 de agosto de 2018, párr. 171. De manera que, usando las palabras del Tribunal Supremo de España, 

“[l]a motivación es mucho más que un deber de ‘cortesía’ con las partes” (STC, No. 93/2018, de 23 de 

febrero de 2018, FJ 3). 
5 Esto lo ha establecido la jurisprudencia de esta Corte en los siguientes términos: “[l]a motivación 

corresponde a la obligación de las autoridades públicas de dar cuenta de los fundamentos fácticos y 

jurídicos de sus decisiones. No obstante, es necesario diferenciar la obligación de motivación que tienen 

las autoridades públicas, de la motivación como garantía constitucional que permite a esta Corte 

declarar una vulneración del derecho a la motivación. La motivación como garantía constitucional no 

establece modelos ni exige altos estándares de argumentación jurídica; al contrario, contiene únicamente 

parámetros mínimos que deben ser cumplidos” (sentencia No. 1679-12-EP/20, de 15 de enero de 2020, 

párr. 44 –énfasis añadido–. En similar sentido, véanse las sentencias No. 1236-14-EP/20, de 21 de febrero 

de 2020, párr. 19; No. 1320-13-EP/20, de 27 de mayo de 2020, párr. 39; y, No. 6-16-EP, de 10 de marzo 

de 2021, párr. 21). Por lo que “no se debe confundir el deber de todo órgano jurisdiccional de motivar 

correctamente sus decisiones, materia de los diferentes recursos del sistema procesal, de la garantía 

constitucional de la motivación, que se refiere, solo, a motivar suficientemente dichas decisiones, entre 

otros fines, precisamente para hacer posible dicho control” (sentencia No. 1906-13-EP/20, de 5 de 

agosto de 2020, párr. 39 –énfasis añadido–). La Corte Constitucional de Colombia ha construido una 

distinción equivalente entre, por un lado, la “decisión sin motivación”, que abarca a la motivación 

inexistente y a la existente pero insuficiente, y el “defecto sustantivo”, equivalente a la motivación 

suficiente pero incorrecta (sentencias No. C-590/05, de 8 de junio 2005; y, No. T-678/17, de 16 de 

noviembre de 2017). 
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la garantía de la motivación6. Esta viene prescrita en el artículo 76.7.l de la 

Constitución en los siguientes términos: 

 
Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 

básicas: […] 

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: […] 

l.- Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 

motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que 

se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. 

Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente 

motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán 

sancionados. 

 

26. Como se aprecia, esta disposición constitucional garantiza el derecho al debido 

proceso y, en particular, el derecho a la defensa de la siguiente manera: prescribe 

que una resolución del poder público “será nula” –es decir, la autoridad competente 

deberá invalidarla– “si en la resolución no se enuncian las normas o principios 

jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los 

antecedentes de hecho”. En consecuencia, como ha establecido esta Corte, la 

garantía de la motivación específicamente busca asegurar, so pena de nulidad de la 

resolución de autoridad pública, que la motivación reúna ciertos “elementos 

argumentativos mínimos”7 establecidos en esa misma disposición. Es decir, el 

artículo 76.7.l de la Constitución no garantiza que la motivación de toda decisión 

pública sea correcta conforme al Derecho y conforme a los hechos –esta es tarea 

del ordenamiento jurídico en su conjunto–, sino que la motivación sea suficiente, es 

decir, que satisfaga los referidos elementos mínimos con miras al ejercicio efectivo 

de los derechos al debido proceso y a la defensa. 
                                                           
6 Corte Constitucional del Ecuador, sentencias No. 1568-13-EP/20, Caso “El derecho a la defensa, sus 

garantías y las reglas de trámite”, de 6 de febrero de 2020, párr. 17.1; y, No. 546-12-EP/20, Caso “El 

derecho al debido proceso, sus garantías y las reglas de trámite”, de 8 de julio de 2020, párr. 23.1. En 

particular, la garantía de la motivación sería una “garantía propia” en los términos de la sentencia No. 

740-12-EP/20, Caso “Garantías propias e impropias del derecho al debido proceso”, de 7 de octubre de 

2020, párr. 27. 
7 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 188-15-EP/20, de 11 de noviembre de 2020, párr. 20. 

En similar sentido, véanse sentencias No. 280-13-EP/19, de 25 de septiembre de 2019, párr. 30; No. 860-

12-EP/19, de 4 de diciembre de 2019, párr. 29; No. 1855-12-EP/20, de 8 de enero de 2020, párr. 38; No. 

131-14-EP/20, de 15 de enero de 2020, párr. 20; No. 1679-12-EP/20, de 15 de enero de 2020, párr. 44; 

No. 995-12-EP/20, de 22 de enero de 2020, párr. 46; No. 1677-13-EP/20, de 13 de febrero de 2020, párr. 

26; No. 1236-14-EP/20, de 21 de febrero de 2020, párr. 19; No. 715-12-EP/20, de 27 de febrero de 2020, 

párr. 21; No. 6-16-EP, de 10 de marzo de 2021, párr. 21; No. 1320-13-EP, de 27 de mayo 2020, párr. 39; 

No. 1990-14-EP, de 2 de junio de 2020, párr. 33; No. 1180-16-EP/21, de 16 de junio de 2021, párr. 46; 

No. 737-14-EP/20, de 8 de julio de 2020, párr. 17.1; No. 836-15-EP/20, de 15 de julio de 2020, párr. 25; 

No. 1924-16-EP/21, de 28 de julio de 2021, párr. 54; No. 985-12-EP/20, 29 de julio de 2020, párr. 23; 

No. 308-14-EP/20, de 19 de agosto de 2020; párr. 66; No. 1696-12-EP/20, de 26 de agosto de 2020. párr. 

21; No. 2007-14-EP/20, de 2 de septiembre de 2020, párr. 20; No. 1513-14-EP/20, de 2 de septiembre de 

2020, párr. 34; No. 1584-15-EP/20, de 16 de septiembre de 2020, párr. 18; No. 2067-15-EP/20, de 23 de 

septiembre de 2020, párr. 44; No. 88-15-EP/20, de 11 de noviembre de 2020, párr. 20; No. 1853-16-

EP/21 de 7 de abril de 2021, párr. 18; No. 790-16-EP/21 de 21 de abril de 2021, párr. 32; No. 1234-16-

EP/21, de 19 de mayo de 2021, párr. 43; y, No. 2533-16-EP/21, de 28 de julio de 2021, párr. 53. 
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27. Reiteradamente, esta Corte ha sostenido que “una violación del artículo 76 numeral 

7 literal l de la Constitución ocurre ante dos posibles escenarios: (i) la inexistencia 

de motivación […] y (ii) la insuficiencia de motivación”8. El primer supuesto 

consiste en la ausencia absoluta de los aludidos elementos argumentativos mínimos, 

esa “inexistencia [de motivación] constituye una insuficiencia radical”9, como lo ha 

expresado la propia Corte. Mientras que el segundo supuesto consiste en el 

cumplimiento defectuoso de aquellos elementos. En ambos supuestos, se transgrede 

la garantía de contar con una motivación suficiente. 

 

28. La garantía de la motivación, entonces, exige que la motivación sea suficiente, 

independientemente de si también es correcta, o sea, al margen de si es la mejor 

argumentación posible conforme al Derecho y conforme a los hechos10. Es decir, la 
                                                           
8 Los dos supuestos identificados han sido señalados por esta Corte en los siguientes términos: “una 

violación del artículo 76 numeral 7 literal l de la Constitución ocurre ante dos posibles escenarios: (i) la 

inexistencia de motivación, siendo esta una ausencia completa de argumentación de la decisión; y (ii) la 

insuficiencia de motivación, cuando se incumplen criterios que nacen de la propia Constitución al punto 

que no permiten su comprensión efectiva” (sentencia No. 1679-12-EP/20, de 15 de enero de 2020, párr. 

44. En similar sentido, véanse las sentencias No. 1236-14-EP/20, de 21 de febrero de 2020, párr. 19; No. 

1320-13-EP/20, de 27 de mayo de 2020, párr. 39; y, No. 2067-15-EP/20, de 23 de septiembre de 2020, 

párr. 44). Esos dos supuestos han sido también aludidos por la Corte Constitucional de Colombia en los 

términos que siguen: “la ausencia de motivación no se estructura ante cualquier divergencia con el 

razonamiento del juez, sino, únicamente, cuando su argumentación fue decididamente defectuosa, 

abiertamente insuficiente o inexistente” (sentencia No. T-233/07, de 29 de marzo de 2007).  
9 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1320-13-EP/20, de 27 de mayo de 2020, párr. 39. 
10 Así lo ha establecido la jurisprudencia de esta Corte: “se debe descartar que el examen del 

cumplimiento de la garantía constitucional de motivación permita a esta Corte verificar la corrección de 

la motivación de la providencia impugnada. Si bien tal motivación puede adolecer de incorrecciones o 

imperfecciones, la labor de esta Corte se debe limitar, en este caso (en atención a los cargos 

formulados), a establecer el cumplimiento o no de los elementos mínimos de la garantía de motivación, a 

la luz de la Constitución.” (sentencia No. 1442-13-EP/20, de 24 de junio de 2020, párr. 19.2). En el 

mismo sentido, véanse las sentencias No. 1309-10-EP/19, de 26 de noviembre de 2019, párr. 33; No. 737-

14-EP/20, de 8 de julio de 2020, párr. 17.2; y, No. 2007-14-EP/20, de 2 de septiembre de 2020, párr. 20). 

Por lo que “esta Corte considera que el examen de la corrección del razonamiento judicial excede el 

ámbito de la garantía de la motivación, limitado al examen de la suficiencia de esta” (sentencia No. 

1696-12-EP/20, de 26 de agosto de 2020, párr. 25. En el mismo sentido, sentencia No. 1111-16-EP/21, de 

20 de enero de 2021, párr. 22). Tempranamente (año 1987), esto fue establecido por el Tribunal 

Constitucional de España en una sentencia muy conocida: “[e]s perfectamente claro, y ha sido reiterado 

en multitud de ocasiones por este Tribunal, que la exigencia constitucional deducida de la conexión del 

art. 24 y el 120 [la exigencia de motivación de las sentencias] no significa, como es lógico, el triunfo de 

las pretensiones o de las razones de quien solicita el amparo. Tampoco es precisa la interna corrección 

desde el punto de vista jurídico, de la fundamentación de la Sentencia, pues ello convertiría a este 

Tribunal en una especial forma de casación del ajuste de las Sentencias con la legalidad, lo que está 

notoriamente fuera de su jurisdicción” (STC No. 55/1987, de 13 de mayo de 1987, FJ 1). En lugar de la 

corrección de la motivación, lo que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional de España ha 

establecido como exigencia del derecho a la motivación es la suficiencia de esta: “[e]l derecho 

fundamental a una motivación de la resolución judicial no sólo requiere que se dé una respuesta expresa 

a las pretensiones de las partes, sino que, según una jurisprudencia constante que este Tribunal ha 

venido reiterando y perfilando desde sus propios inicios (STC 154/1995, fundamento jurídico 3º), dicha 

respuesta ha de estar suficientemente motivada” (STC No. 184/1998, de 28 de septiembre de 1998, FJ 2 

–énfasis añadido–); en definitiva, el Tribunal Constitucional de España “[ha] declarado que “el canon 

constitucional de la ‘motivación suficiente’ no se ve satisfecho mediante la simple exposición de una 
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mencionada garantía exige que la motivación contenga: (i) una fundamentación 

normativa suficiente, sea o no correcta conforme al Derecho11; y, (ii) una 

fundamentación fáctica suficiente, sea o no correcta conforme a los hechos12. Como 

esta Corte ha señalado, “[l]a garantía de la motivación no incluye un derecho al 

acierto o a la corrección jurídica de las resoluciones judiciales”13. 

 

29. Si una motivación, a pesar de ser suficiente, es incorrecta, la garantía de la 

motivación no se vulnera. Sin embargo, como se ha expuesto, esto no significa que 

dicha incorrección no tenga consecuencias jurídicas. Por ejemplo, algunas 

incorrecciones conforme al Derecho constituyen desaciertos en la interpretación y 

aplicación de normas sobre derechos o garantías fundamentales distintos a la 

                                                                                                                                                                          
conclusión, fáctica o jurídica, sino que requiere un razonamiento o inferencia” (STC No. 8/2014, de 27 

de enero de 2014, FJ 4 –énfasis añadido–). 
11 Respecto de la incorrección de la motivación conforme al Derecho, esta Corte ha sostenido que “el 

análisis de motivación de las decisiones judiciales que debe realizar este organismo no guarda relación 

alguna con la selección, interpretación y aplicación de las leyes al caso concreto” (sentencia No. 274-13-

EP/19, de 18 de octubre de 2019, párr. 47); por lo que “[l]a Corte Constitucional debe insistir en que la 

falta o indebida aplicación de normas legales no constituye razón suficiente para considerar que ha 

existido una vulneración de la garantía del derecho a la defensa consistente en la obligación de los 

poderes públicos de motivar sus decisiones. Por lo cual, no hay mérito para declarar la violación del 

derecho en cuestión” (sentencia No. 1636-13-EP/19, de 26 de noviembre de 2019, párr. 18. En similar 

sentido, véanse, las sentencias No. 1892-13-EP/19, de 10 de septiembre de 2019, párr. 28; No. 392-13-

EP/19, de 2 de octubre de 2019, párr. 32; No. 751-14-EP/20, de 2 de junio de 2020, párr. 29; y, No. 478-

16-EP/21 de 8 de enero de 2021, párr. 30). “De lo contrario, cualquier vulneración de una norma jurídica 

sería también una vulneración de la garantía de la motivación” (sentencia No. 1442-13-EP/20, de 24 de 

junio de 2020, párr. 19.2. En el mismo sentido, véanse las sentencias No. 0737-14-EP/20, de 8 de julio de 

2020, párr. 17.2; y, No. 836-15-EP/20, de 15 de julio de 2020, párr. 25). Con lo cual, “toda incorrección 

en una calificación jurídica podría invocarse como una vulneración de la garantía de la motivación. […] 

por medio de la invocación de la vulneración de la garantía de motivación cualquier providencia judicial 

definitiva podría ser impugnada mediante una acción extraordinaria de protección con el argumento de 

que el razonamiento del juez o tribunal fue incorrecto, lo que desvirtuaría su calidad de acción 

extraordinaria e, inclusive, de garantía jurisdiccional de los derechos fundamentales” (sentencia No. 

1906-13-EP/20, 5 de agosto de 2020, párr. 40. En el mismo sentido, véase la sentencia No. 1086-16-

EP/21, de 12 de mayo de 2021, párr. 32. 
12 En lo que concierne a la incorrección de la motivación conforme a los hechos, esta Corte ha señalado 

que a ella no le corresponde examinar si las apreciaciones fácticas de los jueces ordinarios son correctas o 

incorrectas, sino únicamente verificar que ellas se encuentren suficientemente motivadas (sentencia No. 

999-12-EP/19, de 26 de noviembre de 2019, párr. 37). Así, en un caso concluyó: “[d]e lo expuesto, se 

advierte que el cargo del accionante no se refiere a la falta de alguno de los elementos que la 

Constitución determina (art. 76.7.l, citado supra), sino que cuestiona la corrección del razonamiento del 

tribunal por la falsedad de una de sus premisas” (sentencia No. 1696-12-EP/20, de 26 de agosto de 2020, 

párr. 24). Y, en otro caso, esta Corte sostuvo: “se puede verificar que, en su mayoría, el núcleo 

argumental del cargo del accionante sobre una aparente falta de congruencia en las decisiones 

impugnadas, en realidad persigue obtener un pronunciamiento sobre la correcta forma en la que se 

debió analizar el acervo probatorio; como se deduce de las afirmaciones que refieren a la supuesta 

valoración errónea de los expedientes previos de violencia intrafamiliar que aportó la señora D.G.D.C. 

como prueba al proceso, y a la incorrecta interpretación del informe psicológico realizado a la antedicha 

señora” (sentencia 730-16-EP/21, 5 de mayo de 2021, párr. 68). 
13 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 274-13-EP/19, de 18 de octubre de 2019, párr. 47. En 

similar sentido, véanse las sentencias No. 392-13-EP/19, de 2 de octubre de 2019, párr. 31; No. 1855-12-

EP/20, de 8 de enero de 2020, párr. 38; No. 1313-12-EP/20, de 22 de julio de 2020, párr. 44; No. 376-15-

EP/20, de 28 de octubre de 2020, párr. 35; y, No. 2118-15-EP/20, de 18 de noviembre de 2020, párr. 22. 
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garantía de la motivación14; para enmendarlas, está disponible todo un sistema de 

garantías jurisdiccionales, además de las garantías procesales ordinarias. 

 

F. El test de motivación 
 

30. Como se estableció en el párrafo 17 supra, la demanda que origina el presente caso 

plantea cargos relacionados con la supuesta vulneración de la garantía de la 

motivación, todos ellos sustentados en el llamado test de motivación. Por lo que 

resulta indispensable realizar un examen de este a la luz de lo que se acaba de 

exponer sobre el alcance de la garantía de la motivación. 

 

F.a. Generalidades sobre el test de motivación 
 

31. El 21 de junio de 2012, mediante la sentencia No. 227-12-SEP-CC, esta Corte 

acuñó el que denominó test de motivación, un procedimiento ideado para establecer 

si en un caso concreto se ha vulnerado o no la garantía de la motivación. 

 

32. Dicho test consiste en verificar si la motivación bajo examen cumple 

conjuntamente con estos tres parámetros: la razonabilidad, la lógica y la 

comprensibilidad. De manera que, si se incumple alguno de ellos, debe concluirse 

que la garantía de la motivación ha sido transgredida. 

 

33. En la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el uso del test de motivación fue 

profuso: desde el año 2008 hasta junio de 2019, aproximadamente el 50% de las 

acciones extraordinarias de protección versó sobre la supuesta vulneración de la 

garantía de la motivación; y, de aquellas acciones, alrededor del 91% fue resuelto 

mediante la aplicación de ese test. 

 

34. A partir de febrero de 2019, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha dejado 

de aplicar el test de motivación; las razones para ello se exponen en la presente 

sentencia. 

 

F.b. Sobre el parámetro de la razonabilidad 
 

35. Aunque el significado de la razonabilidad tuvo algunas variaciones, básicamente, 

ella fue entendida de la siguiente manera15: 

 

                                                           
14 Por ejemplo, en la sentencia No. 889-20-JP/21, Caso “Derecho al montepío, a la tutela judicial efectiva 

y juicio de coactiva”, al resolver sobre una causa de revisión, esta Corte declaró que la sentencia de 

origen había incurrido en incorrecciones en la interpretación y aplicación de varios derechos 

constitucionales. 
15 En sentido similar a las citadas, se pueden consultar las siguientes sentencias: No. 227-12-SEP-CC, de 

21 de junio de 2012, pág. 14; 232-14-SEP-CC, de 17 de diciembre de 2014, pág. 10; No. 012-18-SEP-

CC, de 10 de enero de 2018, pág. 11; No. 242-15-SEP-CC, de 22 de julio de 2015, pág. 19; No. 223-17-

SEP-CC, de 12 de julio de 2017, pág. 7, No. 027-15-SEP-CC, de 4 de febrero de 2015, pág. 18; No. 225-

14-SEP-CC, de 10 de diciembre de 2014, pág. 10; y, No. 266-15-SEP-CC, de 12 de agosto de 2015, pág. 

14. 
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[…] esta característica de la motivación [la razonabilidad] está relacionada con la 

correcta utilización de las reglas y principios constitucionales al momento de ofrecer 

razones para la decisión. El efecto de realizar una interpretación de la Constitución 

discordante con su sentido más adecuado en el contexto del ejercicio de la potestad 

jurisdiccional no solo implica el incumplimiento de la garantía de la motivación, sino 

que además, se deriva en una vulneración patente a los principios de seguridad 

jurídica, del debido proceso en la garantía de cumplimiento de normas y derechos de 

las partes, así como de la tutela judicial efectiva16 [énfasis añadido]. 

 

[…] la razonabilidad debe ser entendida como un juicio de adecuación de la 

resolución judicial respecto a los principios y normas consagrados por el 

ordenamiento jurídico, particularmente con aquellos contenidos en la Constitución 

de la República, de modo que se muestre que el criterio del juzgador se fundamenta 

en normas e interpretaciones que guardan conformidad con la Norma Suprema y 

demás cuerpos legales, y no en aspectos que colisionen con las fuentes de derecho, 

precautelando de esta manera la supremacía constitucional y la vigencia del 

ordenamiento jurídico17 [énfasis añadido].  

 

36. Como puede observarse, el parámetro de la razonabilidad significa centralmente 

que toda motivación debe ser correcta conforme al Derecho. En consecuencia, la 

garantía de la motivación se transgrede cuando el juez no ofrece una 

fundamentación normativa correcta, como cuando interpreta y aplica erróneamente 

la Constitución, la ley u otras fuentes del Derecho. Lo que desborda lo 

estrictamente requerido por la garantía de la motivación, a saber, que la motivación 

sea suficiente. 

 

37. Lo anterior implica que toda incorrección en la interpretación y aplicación de un 

derecho o garantía fundamental conlleve el incumplimiento del parámetro de 

razonabilidad y, por tanto, la violación de la garantía de la motivación. Dicho en 

otras palabras, la garantía de la motivación virtualmente abarca a la totalidad de 

derechos y garantías constitucionales. 

 

38. Además, el hecho de que el parámetro de razonabilidad se refiera también a la 

observancia de disposiciones de rango legal da pie a que pueda alegarse la 

vulneración de la garantía de la motivación con base en la mera violación de tales 

disposiciones, lo que desvirtúa el ámbito de la justicia constitucional, especialmente 

en materia de acción extraordinaria de protección, pues la Corte estaría obligada a 

actuar como un nuevo tribunal de casación. 

 

39. Por otro lado, el parámetro de razonabilidad no tiene en cuenta a la fundamentación 

fáctica, sino solo a la fundamentación normativa18, lo que es una deficiencia cuando 

se lo aplica para evaluar, por ejemplo, sentencias de instancia. 

                                                           
16 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 076-13-SEP-CC, de 18 de septiembre de 2013, pág. 

27. 
17 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 064-16-SEP-CC, de 2 de marzo de 2016, pág. 10. 
18 Esta constatación no desconoce la existencia de unas pocas referencias aisladas a la motivación 

probatoria en la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
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F.c. Sobre el parámetro de la lógica 
 

40. Por su parte, lo que este parámetro significa puede apreciarse mediante las 

transcripciones siguientes19: 

 
La decisión lógica, por su lado, implica coherencia entre las premisas y la conclusión, 

así como entre esta y la decisión20 [énfasis añadido]. 

 

En cuanto al parámetro relacionado con la lógica se puede concluir que, dado que la 

decisión de aceptar la acción de protección se sostiene en premisas que establecen 

que la vía constitucional es la adecuada, fundamentado en un concepto equivocado 

de alternabilidad que contraría el principio de subsidiaridad de dicha garantía 

jurisdiccional, se puede afirmar que la sentencia carece de lógica, pues no hay una 

coherencia entre lo establecido por la legislación vigente respecto a la acción de 

protección (premisa mayor) y los hechos fácticos del caso (premisa menor) que han 

determinado llegar a una conclusión contraria a la Constitución y a la ley21 [énfasis 

añadido]. 

 

41. La primera cita exige que la coherencia entre las premisas y la conclusión, y entre 

esta y la decisión. La segunda cita, en cambio, incluye en el parámetro de la lógica 

la exigencia de no contrariar la Constitución ni la ley; lo que incurre en lo mismo 

que se observaba sobre el parámetro de la razonabilidad: que la garantía de la 

motivación exige, no solo una argumentación suficiente, sino también que ella sea 

correcta conforme al Derecho. 

 

F.d.  Sobre el parámetro de la comprensibilidad 
 

42. Este ha sido entendido como se muestra a continuación22: 

 
Una decisión comprensible, por último, debe gozar de claridad en el lenguaje, con 

miras a su fiscalización por parte del gran auditorio social, más allá de las partes en 

conflicto23 [énfasis añadido]. 

 

43. El parámetro de comprensibilidad, como se aprecia, alude a la posibilidad de que el 

texto de la motivación use un lenguaje inteligible incluso para el “gran auditorio 

social”; de ahí que la jurisprudencia sobre el test haya llegado a vincular el 

parámetro de comprensibilidad con la exigencia contenida en el artículo 4 numeral 

                                                           
19 En sentido similar a las citadas, se pueden consultas las siguientes sentencias: No. 123-13-SEP-CC, de 

19 de diciembre de 2013, pág. 16; No. 016-14-SEP-CC, de 22 de enero de 2014, pág. 13; No. 085-16-

SEP-CC, de 16 de marzo de 2016, pág. 15; y, No. 071-14-SEP-CC, de 16 de abril de 2014, pág. 14. 
20 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 227-12-SEP-CC, de 21 de junio de 2012, pág. 14. 
21 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 027-15-SEP-CC, de 4 de febrero de 2015, pág. 18. 
22 En sentido similar a las citadas, se pueden consultar las siguientes sentencias: No. 110-13-SEP-CC, de 

4 de diciembre de 2013, pág. 9; No. 165-15-SEP-CC, de 20 de mayo de 2015, pág. 14; No. 267-17-SEP-

CC, de 27 de agosto de 2017, pág. 11; No. 110-13-SEP-CC, de 4 de diciembre de 2013, pág. 9; y, No. 

091-16-SEP-CC, de 16 de marzo de 2016, pág. 17. 
23 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 227-12-SEP-CC, de 21 de junio de 2012, pág. 14. 
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10 de la LOGJCC, donde se establece que los jueces deben alcanzar la 

“comprensión efectiva de sus resoluciones a la ciudadanía”. 

 

44. La comprensibilidad entendida como la exigencia de que el juez elabore sus 

resoluciones de manera que todo ciudadano común pueda comprenderlas a 

cabalidad forma parte de la corrección de la argumentación. Pero la garantía de la 

motivación no puede exigir sino un grado mínimo de comprensibilidad, es decir, 

una comprensibilidad suficiente, caso contrario, toda resolución que no consiga ser 

comprendida por cualquier ciudadano común (por el “gran auditorio social”) sería, 

por esa sola razón, inválida. 

 

F.e. Conclusiones 
 

45. En suma, aunque el test de motivación cumplió, en su momento, la función de guiar 

la verificación de vulneraciones a la garantía de la motivación, y aunque contiene 

ciertos elementos que siguen presentes en la jurisprudencia de esta Corte, 

principalmente presenta los inconvenientes que se exponen en los párrafos 

siguientes. 

 

46. En primer lugar, el test distorsiona el alcance de la garantía de la motivación al 

atribuir a dicha garantía la exigencia máxima de que el juez dote a sus decisiones de 

una motivación correcta, y no la exigencia mínima de aportar una motivación 

suficiente:  

 

46.1. El parámetro de la razonabilidad consiste en la exigencia de que la 

motivación no contenga errores de interpretación y aplicación de la 

Constitución, la ley u otra fuente del Derecho. Con ello, la garantía de la 

motivación se desdibuja porque acaba por envolver a los demás derechos y 

garantías fundamentales. Y, además, dicha garantía resulta vulnerada siempre 

que se viole una norma legal, lo que no es aceptable, sobre todo, en el 

contexto de las acciones extraordinarias de protección, cuya configuración 

procesal excluye, en general, las cuestiones de “mera legalidad”. 

 

46.2. Esa exigencia de que la motivación acierte en la interpretación y aplicación 

del Derecho es incorporada en la idea de coherencia por el parámetro de la 

lógica. 

 

46.3. Y el parámetro de la comprensibilidad exige, so pena de la nulidad del acto, 

que la motivación sea comprensible para todo ciudadano común (para el 

“gran auditorio social”). 

 

47. En segundo lugar, el test ignora completamente que el artículo 76.7.l de la 

Constitución esboza la estructura argumentativa que debe reunir una motivación 

para ser considerada mínimamente completa, cuando dicha estructura debería 

servir de base para dilucidar si una determinada motivación es suficiente, como se 

mostrará más adelante. 
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48. En tercer lugar, el test no abarca a la fundamentación fáctica, salvo por alguna 

jurisprudencia aislada24. 

 

49. En cuarto lugar, el test ha sido usado como si se tratase de una “lista de control”, 

integrada por sus tres parámetros, con la que el juez debe auditar integralmente la 

motivación, cuando lo que corresponde es que el juez responda al cargo de 

vulneración de la garantía de la motivación específicamente esgrimido por la parte 

procesal. De esa manera, el test se presta para que los jueces lo utilicen como si se 

tratase de un algoritmo (un procedimiento preciso) para comprobar el cumplimiento 

de la garantía de la motivación25: un juez, por el solo hecho de aplicar uno a uno los 

parámetros del test, puede intentar, e incluso lograr, persuadir a las partes y a la 

comunidad de que su juicio sobre una determinada motivación es acertado. Esa 

falsa apariencia de exactitud puede “maquillar” errores judiciales. Por ello, en su 

jurisprudencia reciente, “esta Corte Constitucional [ha] estima[do] necesario 

advertir que la aplicación del test de motivación no debe convertirse de ningún 

modo en una fórmula mecánica aplicable de manera general a todos los casos”26 

[énfasis añadido]. 

 

50. Y, en quinto lugar, todos los mencionados déficits del test fomentan la arbitrariedad 

al momento de establecer si una determinada resolución del poder público infringe 

la garantía de la motivación. 

 

F.f. Alejamiento explícito del test de motivación 
 

51. Por todo lo expuesto, esta Corte se aleja de forma explícita y argumentada de su 

jurisprudencia relativa al test de motivación, con arreglo al artículo 2.3 de la 

LOGJCC. Y, a continuación, se establecen pautas para el examen de un cargo de 

vulneración de la garantía de la motivación a partir de la sistematización de su 

jurisprudencia reciente. 

 

52. Dicha modificación jurisprudencial busca ceñirse a la configuración constitucional 

de la garantía de la motivación, favoreciendo con ello su efectividad y la vigencia 

del Estado constitucional de derechos y justicia. 

 

G. Pautas para examinar un cargo de vulneración de la garantía de la 

motivación 
 

G.a. Punto de partida 
 

                                                           
24 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 051-12-SEP-CC, de 27 de marzo de 2012.  
25 En este sentido se ha pronunciado la jurisprudencia reciente de esta Corte Constitucional en las 

sentencias No. 2004-13-EP/19, de 10 de septiembre de 2019, párr. 38; No. 1935-12-EP/19, de 2 de 

octubre de 2019, párr. 49; y, No. 1625-12-EP/20, de 27 de febrero de 2020, párr. 35.  
26 Corte Constitucional del Ecuador, sentencias No. 2004-13-EP/19, de 10 de septiembre de 2019, párr. 

38; y, No. 1625-12-EP/20, de 27 de febrero de 2020, párr. 35. 
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53. Uno de los errores del test de motivación, como se explicó, es que ha sido usado 

como una “lista de control”, integrada por sus tres parámetros, con la que el juez 

debe auditar integralmente una determinada motivación. En opinión de la Corte, 

esto es inadecuado por dos razones. 

 

53.1. En primer lugar, porque, al usar el test de esa manera, se asume que los 

parámetros de la razonabilidad, la lógica y la comprensibilidad configuran 

una lista exhaustiva, es decir, fuera de ellos no hay más pautas para evaluar si 

la garantía de la motivación ha sido vulnerada. Sin embargo, la jurisprudencia 

reciente de esta Corte muestra, no solamente que algunos de esos parámetros 

están mal concebidos, sino que hay pautas adicionales a las contempladas por 

el test. Y es posible que, en el futuro, la dinámica jurisprudencial desarrolle 

otras. 

 

53.2. En segundo lugar, cuando a un órgano jurisdiccional le compete27 establecer 

si, en un caso concreto, se ha vulnerado la garantía de la motivación, aquel no 

tiene el deber de usar ninguna “lista de control” con la que auditar la totalidad 

de la motivación de un acto del poder público. Antes bien, lo que el órgano 

jurisdiccional habrá de examinar es si, en la parte de la motivación acusada 

(en la argumentación jurídica supuestamente defectuosa), se incumplió o no 

la garantía de la motivación por las razones específicamente esgrimidas por el 

cargo formulado por la parte procesal28. Con este enfoque se resuelven los 

problemas jurídicos del presente caso concreto (véase, sección IV infra) y es 

la manera en que esta Corte resuelve actualmente las causas sometidas a su 

conocimiento. 

 

54. Por las consideraciones anteriores, tras alejarse de su jurisprudencia relativa al test 

de motivación, no es dable que esta Corte establezca una nueva lista de parámetros 

en reemplazo de la del test: no cabe formular un nuevo test. Lo que sí es 

necesario, y se hace en esta sentencia, es guiar el razonamiento judicial mediante 

las presentes pautas jurisprudenciales, basadas en la sistematización de la 

jurisprudencia reciente de esta Corte, pautas que naturalmente están abiertas a 

desarrollos futuros29. 
                                                           
27 Lo relativo a qué jueces, según el ordenamiento procesal ecuatoriano, tienen competencia para declarar 

inválido un acto de autoridad pública por infringir la garantía de la motivación es una materia sobre la que 

esta sentencia no se pronuncia. 
28 Esta Corte ha señalado, “[e]n general, en el contexto de una acción extraordinaria de protección, no 

corresponde que la Corte verifique si se han cumplido todos y cada uno de los requisitos para la 

suficiencia de la motivación (los antes enunciados y otros que la Corte ha identificado en su 

jurisprudencia), sino que basta con examinar si se han cumplido o no aquellos cuya inobservancia el 

accionante alega. En el presente caso, por lo anotado en el párr. 30 supra, lo que debe examinarse es si 

el auto invocó o no alguna norma o principio jurídico en apoyo de su decisión y si explicó su aplicación 

a los antecedentes de hecho, es decir, el análisis de la Corte debe centrarse en establecer si la motivación 

contó con suficientes fundamentos jurídicos, independientemente de si ellos eran o no correctos” 

(sentencia No. 2355-16-EP/21, 19 de mayo de 2021, párr. 33). 
29 Estas pautas ponen de manifiesto que el examen de un cargo de vulneración de la garantía de la 

motivación constituye un ejercicio de carácter práctico, en el sentido de que dicho examen se traduce en 

decisiones que afectan la esfera jurídica de las personas. Dicha evaluación, entonces, no puede consistir 
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55. Cuando un órgano jurisdiccional se ve en la necesidad de determinar si un cargo de 

vulneración de la garantía de la motivación es procedente, no siempre estará en 

entredicho la suficiencia de la totalidad de la motivación, sino que a veces lo estará 

solo una parte de aquella. Eso se debe a que la motivación (el todo) de una 

resolución del poder público puede contener una o varias argumentaciones 

jurídicas (las partes de ese todo). A este respecto, cabe hacer los siguientes 

señalamientos: 

 

55.1. Una argumentación jurídica es la expresión del razonamiento desarrollado 

para resolver un determinado problema jurídico y que sirve de apoyo a una 

cierta decisión de autoridad. Puesto que la motivación de un acto, vista 

como un todo, puede responder a uno o varios problemas jurídicos y ser la 

base de una o varias decisiones, esa motivación puede contener una o varias 

argumentaciones jurídicas, como ya se mencionó. 

 

55.2. Los problemas jurídicos son las preguntas30 que el razonamiento del juez 

busca responder para determinar qué decisiones deben adoptarse en cierto 

casoii. Esas preguntas surgen, generalmente, de las alegaciones de las partes. 

Los problemas jurídicos pueden aparecer de manera explícita31 en el texto 

de la motivación, pero también pueden estar contenidos en él de forma 

implícita. Las decisiones, por su parte, son acciones que toma el juez 

coherentemente con sus respuestas a los problemas jurídicos que el caso le 

planteaiii.  

                                                                                                                                                                          
en una revisión académica, el juez no es un profesor, es una autoridad que tiene el poder de validar o 

anular una decisión judicial, con todas sus consecuencias para las personas implicadas, según dé por 

satisfecha o no la garantía de la motivación. En consecuencia, el uso de las pautas establecidas en esta 

sentencia debe ser razonable. 

Esto implica que la autoridad que examina si se ha vulnerado la garantía de la motivación ha de observar 

el llamado principio de caridad interpretativa, que implica interpretar las resoluciones del poder público 

asumiendo en principio su racionalidad, es decir, asumiendo que cuenta con una motivación normativa y 

una fundamentación fáctica suficientes. De modo que, solo si hay argumentos sólidos para considerar lo 

contrario, el juez está habilitado para declarar la vulneración de la garantía de la motivación. Un ejemplo 

en el que esta Corte ha aplicado la caridad interpretativa es el siguiente: “[s]in perjuicio de lo 

mencionado, esta Corte encuentra que la decisión de segunda instancia se pronunció respecto a la 

alegación de las entidades demandadas en su recurso de apelación. En tal sentido, pese a que se advierte 

un error de forma en la cita de la norma invocada por la Sala que no influye en la decisión final, 

concluyó que las relaciones laborales del accionante con la Universidad se encontraban amparadas por 

el Código de Trabajo, cuerpo legal en el que no se contempla la figura de nepotismo, razón por la cual 

decidió rechazar el recurso de apelación interpuesto y confirmar la sentencia de primera instancia. De 

esta manera, en la decisión impugnada, al resolver las alegaciones planteadas en los recursos de 

apelación, enunció la norma en la que se funda su decisión y explicó la pertinencia de su aplicación a los 

antecedentes de hecho, por lo que estuvo debidamente motivada” (sentencia No. 489-12-EP/20, de 27 de 

mayo de 2020, párr. 37). 
30 Estas preguntas no siempre están formuladas expresamente en el texto de la motivación, a veces están 

sobreentendidas. 
31 El artículo 91, literales b y c, de la LOGJCC dispone, por ejemplo, que las sentencias de la Corte 

Constitucional dictadas en casos de control abstracto de constitucionalidad “planteen” y “resuelvan” “los 

problemas jurídicos de los que depende la resolución del caso”. 
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56. Partiendo de lo anterior, cuando un juez tiene que evaluar si un cargo de 

vulneración de la garantía de la motivación es procedente, debe enfocarse en la 

parte de la motivación, o sea, en la argumentación jurídica a la que 

específicamente se refiere el cargo esgrimido por la parte procesal. Para ello, es útil 

identificar el problema jurídico y la decisión relativos a esa argumentación 

jurídicaiv. 

 

G.b. Criterio rector 
 

57. Para examinar un cargo de vulneración de la garantía de la motivación, se debe 

atender al siguiente criterio rector, establecido por la jurisprudencia de esta Corte: 

una argumentación jurídica es suficiente cuando cuenta con una estructura 

mínimamente completa. Este criterio deriva directamente del artículo 76.7.l de la 

Constitución, pues este prescribe que “[n]o habrá motivación si en la resolución no 

se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la 

pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho”. Como ya ha señalado 

esta Corte, la citada disposición constitucional establece los “elementos 

argumentativos mínimos”32 que componen la “estructura mínima”33 de una 

argumentación jurídica. 

 

58. En esta línea, la jurisprudencia de esta Corte ha reiterado que la exigencia de la 

mencionada estructura mínimamente completa conlleva la obligación de: “i) 

enunciar en la sentencia las normas o principios jurídicos en que se 

fundamentaron [los juzgadores] y ii) explicar la pertinencia de su aplicación a 

los antecedentes de hecho”34 (énfasis añadido). 

                                                           
32 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 188-15-EP/20, de 11 de noviembre de 2020, párr. 20. 

En similar sentido, véanse sentencias No. 280-13-EP/19, de 25 de septiembre de 2019, párr. 30; No. 860-

12-EP/19, de 4 de diciembre de 2019, párr. 29; No. 131-14-EP/20, de 15 de enero de 2020, párr. 20; No. 

995-12-EP/20, de 22 de enero de 2020, párr. 46; No. 1677-13-EP/20, de 13 de febrero de 2020, párr. 26; 

No. 1236-14-EP/20, de 21 de febrero de 2020, párr. 19; No. 715-12-EP/20, de 27 de febrero de 2020, 

párr. 21; No. 6-16-EP, de 10 de marzo de 2021, párr. 21; No. 1320-13-EP, de 27 de mayo 2020, párr. 39; 

No. 1990-14-EP, de 2 de junio de 2020, párr. 33; No. 1180-16-EP/21, de 16 de junio de 2021, párr. 46; 

No. 737-14-EP/20, de 8 de julio de 2020, párr. 17.1; No. 308-14-EP/20, de 19 de agosto de 2020; párr. 

66; No. 1696-12-EP/20, de 26 de agosto de 2020. párr. 21; No. 1513-14-EP/20, de 2 de septiembre de 

2020, párr. 34; No. 1584-15-EP/20, de 16 de septiembre de 2020, párr. 18; No. 2067-15-EP/20, de 23 de 

septiembre de 2020, párr. 44; No. 88-15-EP/20, de 11 de noviembre de 2020, párr. 20; No. 1853-16-

EP/21 de 7 de abril de 2021, párr. 18; No. 790-16-EP/21 de 21 de abril de 2021, párr. 32; No. 1234-16-

EP/21, de 19 de mayo de 2021, párr. 43; y, No. 2533-16-EP/21, de 28 de julio de 2021, párr. 53. 
33 Corte Constitucional del Ecuador, sentencias No. 497-17-EP/20, de 9 de septiembre de 2020, párr. 17; 

y, No. 2067-15-EP/20, de 23 de septiembre de 2020, párr. 44. 
34 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1184-12-EP/19, de 11 de diciembre de 2019, párr. 19. 

En igual sentido, véanse las sentencias: No. 105-12-EP/19, de 26 de noviembre de 2019, párr. 25; No. 

1309-10-EP/19, de 26 de noviembre de 2019, párr. 29; No. 2198-13-EP/19, de 5 de diciembre de 2019, 

párr. 27; No. 1204-14-EP/19, de 13 de diciembre de 2019, párr. 20; No. 1898-13-EP/19, de 18 de 

diciembre de 2019, párr. 20; No. 1855-12-EP/20, de 8 de enero de 2020, párr. 38; No. 1938-13-EP/20, de 

8 de enero de 2020, párr. 25; No. 131-14-EP/20, de 15 de enero de 2020, párr. 20; No. 1679-12-EP/20, de 

15 de enero de 2020, párr. 43; No. 995-12-EP/20, de 22 de enero de 2020, párr. 48; No. 1837-12-EP/20, 

de 29 de enero de 2020, párr. 16; No. 1677-13-EP/20, 13 de febrero de 2020, párr. 21; No. 715-12-EP/20, 
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59. La Corte también ha descrito la estructura mínima de una argumentación añadiendo 

un tercer elemento a los dos indicados en la cita reciente: “[los actos 

jurisdiccionales deben:] i) enunciar en la sentencia las normas o principios jurídicos 

en que se fundamentaron [los juzgadores]; ii) enunciar los hechos del caso; y, iii) 

explicar la pertinencia de la aplicación de las normas a los antecedentes de hecho”35 

(énfasis añadido). 

 

60. Como la misma Corte ha señalado, “[a]mbos precedentes [los citados en los dos 

párrafos anteriores a este] son compatibles entre sí porque la ‘enunciación de los 

hechos del caso’ es parte de la ‘explicación de la pertinencia de la aplicación de las 

normas al caso’”36. Y, en esta misma línea, la Corte ha sostenido que, con arreglo al 

artículo 76.7.l de la Constitución, una argumentación jurídica cuenta con una 

estructura mínimamente completa cuando “está compuesta por suficientes 

fundamentos fácticos (sobre los antecedentes de hecho y su prueba) y jurídicos 

(enuncia normas y principios jurídicos y explica la aplicación de estos a los 

antecedentes de hecho)”37 (énfasis añadido). 

 

61. En suma, el criterio rector para examinar un cargo de vulneración de la garantía de 

motivación establece que una argumentación jurídica es suficiente cuando cuenta 

con una estructura mínimamente completa, es decir, integrada por estos dos 

elementos: (i) una fundamentación normativa suficiente, y (ii) una 

fundamentación fáctica suficientev. Esto quiere decir lo siguiente: 

 
                                                                                                                                                                          
de 27 de febrero de 2020, párr. 21; No. 1320-13-EP/20, de 27 de mayo 2020, párr. 39; No. 1795-13-EP, 

de 9 de junio de 2020, párr. 13; No. 661-14-EP/20, de 9 de junio de 2020, párr. 20; No. 551-14-EP/20, de 

16 de junio de 2020, párr. 15 No. 1144-14-EP/20, de 24 de junio de 2020, párr. 21; No. 737-14-EP/20, de 

8 de julio de 2020, párr. 15; No. 836-15-EP/20, de 15 de julio de 2020, párr. 26; No. 2035-14-EP/20, de 

22 de julio de 2020, párr. 15; No. 985-12-EP/20, 29 de julio de 2020, párr. 23; No. 871-14-EP de 26 de 

agosto de 2020, párr. 16; No. 1696-12-EP/20, de 26 de agosto de 2020, párr. 13; No. 111-14-EP/20 de 2 

de septiembre de 2020, párr. 15; No. 1298-14-EP/20, de 2 de septiembre de 2020, párr. 14; No. 1513-14-

EP/20, de 2 de septiembre de 2020, párr. 35; No. 1756-15-EP, de 2 de septiembre de 2020, párr. 24; No. 

2007-14-EP/20, de 2 de septiembre de 2020, párr. 15; No. 1298-14-EP/20, de 2 de septiembre de 2020, 

párr. 14; No. 48-14-EP/20, de 9 de septiembre de 2020, párr. 14; No. 1823-15-EP/20, de 9 de septiembre 

de 2020, párr. 24; No. 1380-15-EP/20, de 16 de septiembre de 2020, párr. 31; No. 1471-14-EP/20, de 16 

de septiembre de 2020 párr. 16; No. 1584-15-EP/20, de 16 de septiembre de 2020, párr. 18; No. 2067-15-

EP/20, de 23 de septiembre de 2020, párr. 44; No. 209-15-EP/20, 30 de septiembre de 2020, párr. 27; No. 

2036-14-EP/20, de 30 de septiembre de 2020, párr. 15; No. 335-15-EP/20, de 21 de octubre de 2020, párr. 

19; No. 1059-15-EP/20, de 21 de octubre de 2020, párr. 26; No. 1040-15-EP/20, de 11 de noviembre de 

2020; No. 68-16-EP/21, de 3 de marzo de 2021, párr. 21; No. 833-14-EP/21, de 21 de julio de 2021, párr. 

17; y, No. 385-17-EP/21, 4 de agosto de 2021, párr. 18.  
35 Sentencia No. 1837-12-EP/20, de 29 de enero de 2020, párr. 16. En igual sentido, véanse las sentencias: 

No. 756-13-EP/20, de 6 de febrero de 2020, párr. 29; No. 135-14-EP/20, de 27 de febrero de 2020, párr. 

32; No. 308-14-EP/20, de 19 de agosto de 2020, párr. 64; No. 1380-15-EP/20, de 16 de septiembre de 

2020, párr. 31; No. 1299-15-EP/20, de 30 de septiembre de 2020, párr. 21; No. 1964-14-EP/20, de 30 de 

septiembre de 2020, párr. 10; No. 212-15-EP, de 18 de noviembre de 2020, párr. 23; No. 1128-15-EP/21, 

de 20 de enero de 2021, párr. 28; No. 1751-15-EP/21, de 20 de enero de 2021, párr. 44; No. 747-16-

EP/21, de 17 de marzo de 2021, párr. 20; y, No. 1286-16-EP/21, de 5 de mayo de 2021, párr. 24.  
36 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1125-16-EP/21, de 28 de abril de 2021, párr. 21. 

Véase también, sentencia No. 2355-16-EP/21, de 19 de mayo de 2021, párr. 34. 
37 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 497-17-EP/20, de 9 de septiembre de 2020, párr. 17. 
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61.1. Que la fundamentación normativa debe contener la enunciación y 

justificación suficiente de las normas y principios jurídicos en que se funda la 

decisión, así como la justificación suficiente de su aplicación a los hechos del 

caso. Como ha sostenido la Corte IDH, la referida fundamentación jurídica no 

puede consistir en “la mera enumeración de las normas que podrían resultar 

aplicables a los hechos o conductas”38. O, en términos de la jurisprudencia de 

esta Corte, “[l]a motivación no puede limitarse a citar normas”39 y menos a 

“la mera enunciación inconexa [o “dispersa”40] de normas jurídicas”41, sino 

que debe entrañar un razonamiento relativo a la interpretación y aplicación 

del Derecho en las que se funda la resolución del caso42. 

 

61.2. Que la fundamentación fáctica debe contener una justificación suficiente de 

los hechos dados por probados en el caso43. Como lo ha señalado esta Corte, 

“la motivación no se agota con la mera enunciación de [… los] antecedentes 

de hecho [es decir, de los hechos probados]”44, sino que, por el contrario, “los 

jueces [...] no motiva[n] su sentencia [… si] no se analizan las pruebas”45. En 

la misma dirección, la Corte IDH ha establecido que la motivación sobre los 

hechos no puede consistir en “la mera descripción de las actividades o 

                                                           
38 Corte IDH, Caso López Lone y otros vs. Honduras, sentencia de 5 de octubre de 2015, párr. 265; y, 

Caso Ramírez Escobar y Otros vs. Guatemala, sentencia de 9 de marzo de 2018, párr. 189. 
39 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 274-13-EP/19, de 18 de octubre de 2019, párr. 46. En 

el mismo sentido, véase la sentencia No. 1357-13-EP/20, de 8 de enero de 2020, párr. 32. 
40 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1258-13-EP/19, de 11 de diciembre de 2019, párr. 23. 
41 Corte Constitucional del Ecuador, sentencias No. 860-12-EP/19, de 4 de diciembre de 2019, párr. 26; 

No. 1258-13-EP/19, de 11 de diciembre de 2019, párr. 23; y, No. 1338-13-EP/20, de 1 de julio de 2020, 

párr. 41. 
42 Los artículos 5.18 del Código Orgánico Integral Penal (en adelante, “COIP”) y 17.3 de la LOGJCC 

aluden al elemento de la fundamentación normativa suficiente. Y el artículo 89 del Código Orgánico 

General de Procesos (en adelante, “COGEP”), al respecto, prescribe: “[l]as sentencias se motivarán 

expresando los razonamientos […] jurídicos, que conducen […] a la interpretación y aplicación del 

derecho”. Sobre la fundamentación normativa, el Tribunal Constitucional de España ha sostenido que “en 

el Estado de Derecho hay que dar razón del Derecho judicialmente interpretado y aplicado (STC 

24/1990, fundamento jurídico 4)”, STC No. 184/1998, de 28 de septiembre de 1998, FJ 2. 
43 Los artículos 622, numerales 2 y 3, del COIP y 17.2 de la LOGJCC aluden al elemento de la 

fundamentación normativa suficiente. Y, el artículo 89 del COGEP, al respecto, prescribe: “[l]as 

sentencias se motivarán expresando los razonamientos fácticos […] que conducen a la apreciación y 

valoración de las pruebas”. Sobre la fundamentación fáctica, el Tribunal Supremo de España ha señalado 

que “[e]l deber de motivación fáctica exige razonar de forma que pueda comprobarse que se ha valorado 

racionalmente toda la prueba” (STC No. 290/2014, de 21 de marzo de 2014, FJ 13). Y añade: “[l]a 

ausencia de motivación fáctica es algo más que un defecto formal; puede ser también la exteriorización 

de deficiencias en el proceso de valoración probatoria y decisión, de quiebras en la lógica del 

razonamiento que no solo se subsanarán en ocasiones con el enriquecimiento de la fundamentación 

fáctica de la sentencia, sino eventualmente con una decisión distinta fruto de la disciplina mental 

motivadora” (STC No. 93/2018, de 23 de febrero de 2018, FJ 3). 
44 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1258-13-EP/19, de 11 de diciembre de 2019, párr. 23. 

En igual sentido, véanse las sentencias No. 274-13-EP/19, de 18 de octubre de 2019, párr. 46; No. 1357-

13-EP/20, de 8 de enero de 2020, párr. 32; y, No. 1837-12-EP/20, de 29 de enero de 2020, párr. 18. 
45 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1320-13-EP/20, de 27 de mayo de 2020, párr. 47. En 

similar sentido, véanse las sentencias No. 989-11-EP/19, de 10 de septiembre de 2019, párr. 29; y, No. 

1990-14-EP/20, de 2 de junio de 2020, párr. 32. 
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diligencias [probatorias] realizadas”46, sino que se debe: “exponer […] el 

acervo probatorio aportado a los autos”47, “mostrar que [...] el conjunto de 

pruebas ha sido analizado”48 y “permitir conocer cuáles son los hechos”49. 

Sin embargo, hay casos donde la fundamentación fáctica puede ser obviada o 

tener un desarrollo ínfimo por tratarse, por ejemplo, de causas donde se 

deciden cuestiones de puro derecho, en las que existe acuerdo sobre los 

hechos o los hechos son notorios o públicamente evidentes. 

 

62. A la hora de evaluar si las fundamentaciones normativa o fáctica de una 

argumentación jurídica son suficientes, se debe tener en cuenta, no solamente el 

contenido explícito del texto de la resolución, sino también su contenido 

implícito, pues no cabe esperar que dicho texto exprese todos los componentes del 

razonamiento. En efecto, la jurisprudencia de esta Corte ha señalado: 
 

para que una motivación sea suficiente es preciso que reúna ciertos elementos 

argumentativos mínimos. Esto exige que los razonamientos que componen esos 

elementos mínimos deben estar suficientemente explícitos en el texto de la motivación; 

lo que no implica, sin embargo, que todas y cada una de las premisas y conclusiones de 

esos razonamientos deban estar explícitas en dicho texto, algunas de ellas bien pueden 

estar implícitas o sobreentendidas. Para identificarlas, es preciso atender al contexto 

de la motivación, lo que, por lo demás, es indispensable para una lectura cabal de 

cualquier texto. […] Cabe aclarar, eso sí, que la existencia de las mencionadas 

premisas implícitas no exonera del cumplimiento de los elementos mínimos para que 

una motivación sea suficiente; una cosa es ser consciente de que los textos en ocasiones 

tienen significados sobreentendidos y otra, adjudicar a un texto un contenido extraño a 

él50 vi. 

 

63. A veces, los jueces motivan por remisión o per relationem; es decir, hacen total o 

parcialmente suya una argumentación jurídica contenida en otra resolución judicial, 

especialmente, en la resolución que es objeto del respectivo recurso o acción. La 

                                                           
46 Corte IDH, Caso Ramírez Escobar y Otros vs. Guatemala, sentencia de 9 de marzo de 2018, párr. 189. 
47 Véase, Corte IDH, Caso Escher y otros vs. Brasil, sentencia de 6 de julio de 2009, párr. 139. 
48 Véanse, Corte IDH, Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador, sentencia de 21 de noviembre 

de 2007, párr. 118; Caso Tristán Donoso vs. Panamá, sentencia de 27 de enero de 2009, párr. 153; Caso 

J. vs. Perú**, sentencia de 27 de noviembre de 2013, párr. 224; Caso Zegarra Marín vs. Perú, sentencia 

15 de septiembre de 2017, párr. 156; Caso Amrhein y otros vs. Costa Rica, sentencia de 25 de abril de 

2018, párr. 270; y, Caso Cuscul Pivaral y Otros vs. Guatemala, sentencia de 23 de agosto de 2018, párr. 

171. 
49 Véase, Corte IDH, Caso Chinchilla Sandoval vs. Guatemala, sentencia de 29 de febrero de 2016, párr. 

248. 
50 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 188-15-EP/20 (Caso “Premisas implícitas en la 

motivación”), de 11 de noviembre de 2020, párrs. 20 y 21. Para ejemplificar, conviene decir que la 

sentencia citada añade: “En el caso concreto, los juzgadores de apelación no manifestaron expresamente 

que la sentencia No. 820-2008-RA no era aplicable al caso puesto en su conocimiento por los hoy 

accionantes, pero explicitaron suficientes razones (premisas) que, en su conjunto, permiten constatar que 

los juzgadores, implícitamente, afirmaron que esa sentencia no era aplicable al caso. […] De esta forma, 

se establece que la sentencia impugnada sí respondió a la alegación de los accionantes relativa a la 

aplicación de un precedente jurisprudencial, por lo que se descarta la alegada vulneración del derecho 

al debido proceso en la garantía de la motivación” (párrs. 22 y 23). 
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jurisprudencia de esta Corte ha establecido que esa forma de argumentar no supone 

necesariamente un incumplimiento del criterio rector. Habría tal incumplimiento 

solo si la remisión es deficiente, es decir, si el juzgador, además de la remisión, no 

“reali[za] un pronunciamiento autónomo sobre el thema decidendum” o no adopta 

“una postura crítica sobre la suficiencia y la fundamentación de dicha sentencia 

[aquella a la que se dirige la remisión]”51 vii. 

 

64. Ahora bien, el juicio sobre la suficiencia de la fundamentación normativa y de la 

fundamentación fáctica va a depender del estándar de suficiencia que sea 

razonable aplicar en el tipo de causa de que se trate y de la aplicación que 

razonablemente deba hacerse de dicho estándar en el caso concreto.  

 

64.1. El estándar de suficiencia es el grado de desarrollo argumentativo que 

razonablemente se debe exigir para dar por suficiente la fundamentación 

normativa o la fundamentación fáctica de una argumentación jurídica52. El 

referido estándar señala cuán riguroso debe ser el juez frente a la motivación 

que examina. La determinación del referido estándar va a depender del tipo 

de caso de que se trate. En palabras de la Corte IDH, la exigencia de 

motivación “dependerá de la naturaleza de los procesos y materias sobre 

las cuales se pronuncian”53. Por ejemplo, esta Corte Constitucional ha 

determinado que, de entre el conjunto de autoridades públicas, “[c]on 

mayor razón, deben motivar sus fallos las juezas y jueces que, en el 

ejercicio de su potestad jurisdiccional, modifican situaciones jurídicas”54. 

Asimismo, la Corte IDH ha establecido que “[t]ratándose de sanciones 

disciplinarias la exigencia de motivación es mayor que la de cualquier acto 

administrativo”55, y que “[t]ratándose de sanciones disciplinarias a jueces 

y juezas la exigencia de motivación es aún mayor que en otros procesos 

disciplinarios”56; pero que “[e]l grado de motivación exigible en materia 

disciplinaria es distinta [es menor] a aquel exigido en materia penal, por la 

naturaleza de los procesos que cada una está destinada a resolver, así como 

por la mayor celeridad que debe caracterizar los procesos disciplinarios, el 

estándar de prueba exigible en cada tipo de proceso, los derechos en juego 

y la severidad de la sanción”57; por lo que, en definitiva, “corresponde 

analizar en cada caso si dicha garantía [la de la motivación] ha sido 

                                                           
51 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1898-12-EP/19, de 4 de diciembre de 2019, párr. 29. 
52 El Tribunal Constitucional de Perú también ha reconocido que hay “grados de motivación” (STC No. 

02004-2010-PHC/TC, de 9 de diciembre de 2010, FJ 5). 
53 Corte IDH, Caso Flor Freire vs. Ecuador, sentencia de 31 de agosto de 2016, párr. 186. 
54 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 794-15-EP/20, de 5 de agosto de 2020, párr. 19. En el 

mismo sentido, véanse las sentencias No. 609-11-EP/19, de 28 de agosto de 2019, párr. 21; No. 1309-10-

EP/19, de 26 de noviembre de 2019, párr. 30; No. 12-13-EP/20, de 8 de enero de 2020, párr. 38; No. 28-

15-EP/20, de 22 de julio de 2020, párr. 35; y, No. 123-15-EP/20, de 7 de octubre de 2020, párr. 24.  
55 Corte IDH, Caso Flor Freire vs. Ecuador, sentencia de 31 de agosto de 2016, párr. 184. 
56 Corte IDH, Caso López Lone y otros vs. Honduras, sentencia de 5 de octubre de 2015, párr. 267. 
57 Corte IDH, Caso Flor Freire vs. Ecuador, sentencia de 31 de agosto de 2016, párr. 191. 
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satisfecha”58. Finalmente, la Corte ha señalado que “en consideración de la 

gravedad de la restricción de los derechos que se pone en juego con una 

sentencia condenatoria (privación de libertad, suspensión de derechos 

políticos, etc.), […] la garantía de motivación en los procesos penales 

exige, dentro de los criterios de suficiencia desarrollados por esta Corte, 

que se exponga la forma mediante la cual se ha superado el umbral de la 

duda razonable y se han desvirtuado los argumentos de defensa del 

procesado”59. En suma, el estándar de suficiencia tiene un margen razonable 

de variación: no se puede evaluar con el mismo nivel de rigurosidad, por 

ejemplo, las fundamentaciones normativa y fáctica de una sentencia penal 

que las de un acto de simple administración. Además, no se debe perder de 

vista que, en contextos específicos, como en garantías jurisdiccionales60, las 

pautas de la motivación tienen ciertas particularidades y variaciones, como 

se lo detallará más adelante (ver párrs. 102ss. infra). 

 

64.2. La aplicación del estándar de suficiencia también puede variar dependiendo 

del caso concreto. Como ha señalado la Corte Constitucional de Colombia, 

“la comprobación de la ausencia de motivación de las decisiones judiciales 

está estrechamente ligada a la complejidad del asunto, las materias 

alegadas y los hechos del caso. De esa forma, mientras que en algunos 

casos unas breves consideraciones bastarán para dirimir el caso; en otros 

es indispensable que el juez argumente de manera exhaustiva la decisión 

que va a adoptar”61. 

 

64.3. Puesto que la de la motivación es una garantía de los derechos al debido 

proceso y a la defensa, para determinar si una argumentación jurídica es 

suficiente, un factor a considerar es la incidencia que una motivación 

deficitaria podría tener en el ejercicio de esos derechosviii. 

 

G.c. Tipos de deficiencia motivacional 
 

65. Todo cargo de vulneración de la garantía de motivación es un argumento sobre la 

inobservancia del ya mencionado criterio rector; es decir, expresa las razones por 

las que una argumentación jurídica no consigue tener una estructura mínimamente 

completa, integrada por una fundamentación normativa suficiente y una 

fundamentación fáctica suficiente. Cuando se incumple aquel criterio rector, la 

argumentación jurídica adolece de deficiencia motivacional. 

 

                                                           
58 Corte IDH, Caso Apitz Barbera y otros –“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”– vs. 

Venezuela, sentencia de 5 de agosto de 2008, párr. 90; Caso Tristán Donoso vs. Panamá, sentencia de 27 

de enero de 2009, párr. 154; Caso Zegarra Marín vs. Perú, sentencia de 15 de febrero de 2017, párr. 178; 

Caso V.R.P., V.P.C.* y otros vs. Nicaragua, sentencia de 8 de marzo de 2018, párr. 255; y, Caso Rico vs. 

Argentina, sentencia de 2 de septiembre de 2019, párr. 75. 
59 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 2706-16-EP/21, de 29 de septiembre de 2021, párr. 31. 
60 Por ejemplo, en relación al hábeas data, la sentencia No. 1868-13-EP/20, de 8 de julio de 2020, y al 

hábeas corpus, la sentencia No. 2533-16-EP/21, de 28 de julio de 2021. 
61 Sentencia No. T-709/10, de 8 de septiembre de 2010. 
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66. Hay tres tipos básicos de deficiencia motivacional: (1) la inexistencia; (2) la 

insuficiencia; y, (3) la apariencia. Por lo que todo cargo de vulneración de la 

garantía de motivación puede corresponder a alguno de estos tipos básicos. 

 

(1) Inexistencia 
 

67. Una argumentación jurídica es inexistente cuando la respectiva decisión carece 

totalmente de fundamentación normativa y de fundamentación fáctica. 

 

68. El siguiente es un ejemplo de argumentación inexistente extraído de la 

jurisprudencia de esta Corte: 

 
La sentencia de la Corte Provincial de Justicia del Guayas contiene una mera 

transcripción de la demanda de acción de protección y de las intervenciones que se 

realizaron durante la audiencia pública efectuada por el juez de primera instancia. 

Posterior a ello, de modo automático y sin que se pueda determinar cuáles fueron 

fundamentos de la Sala y cuáles fueron de las partes, concluye, de modo general y 

abstracto, que ha existido vulneración de derechos. Sin embargo, no menciona cuáles 

derechos habrían sido vulnerados ni realiza una explicación respecto de cómo y por 

qué se habría dado tal vulneración62. 

 

(2) Insuficiencia 
 

69. Una argumentación jurídica es insuficiente cuando la respectiva decisión cuenta con 

alguna fundamentación normativa y alguna fundamentación fáctica, pero alguna de 

ellas es insuficiente porque no cumple el correspondiente estándar de suficiencia. 

 

70. El siguiente es un ejemplo de argumentación insuficiente extraído de la 

jurisprudencia de esta Corteix: 

 
[…] dentro de las disposiciones comunes que regulan a las garantías jurisdiccionales, 

en el artículo 86 numeral 2 de la Constitución se establece que: ‘2. Será competente la 

jueza o juez del lugar en el que se origina el acto o la omisión o donde se producen sus 

efectos (…)’. De esta norma, se desprenden dos presupuestos que establecen la 

competencia de la autoridad judicial que conoce la acción de protección, pero, en la 

sentencia impugnada, no existe un análisis ni pronunciamiento sobre el segundo de 

ellos. Por lo tanto, al examinarse únicamente el primer presupuesto, esto es, el lugar en 

el que se originó el acto, no se realizó una debida explicación de la pertinencia de la 

aplicación de las normas jurídicas con los antecedentes de hecho, debido a que también 

debió analizarse los efectos del acto o de la omisión que se considera lesiva de 

derechos63. 

 

(3) Apariencia 
 

                                                           
62 Sentencia No. 1320-13-EP/20, de 27 de mayo de 2020, párr. 41. Otro ejemplo véase en la sentencia No. 

1090-13-EP/20, de 1 de julio de 2020, párr. 28. 
63 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 179-13-EP/20, de 4 de marzo de 2020, párr. 42. 
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71. Una argumentación jurídica es aparente cuando, a primera vista, cuenta con una 

fundamentación normativa suficiente y una fundamentación fáctica suficiente, pero 

alguna de ellas es, en realidad, inexiste o insuficiente porque está afectada por 

algún tipo de vicio motivacional. En la jurisprudencia de esta Corte, se han 

identificado los siguientes tipos de vicio motivacional, aunque esta enumeración no 

debe entenderse como una tipología estricta ni cerrada: (3.1) incoherencia; (3.2) 

inatinencia; (3.3) incongruencia; e, (3.4) incomprensibilidad. 

 

72. En consecuencia, un cargo de vulneración de la garantía de motivación puede 

indicar –aunque no necesariamente con esos términos– que la argumentación 

jurídica es inexistente o insuficiente o aparente; en este último supuesto, el cargo 

apunta a la presencia de algún vicio motivacional en la argumentación. 

 

(3.1) Incoherencia 
 

73. Una argumentación jurídica puede lucir suficiente, pero alguna de sus partes podría 

estar viciada por contener enunciados incoherentes y, por tanto, la suficiencia 

motivacional podría ser solo aparente, pues los enunciados incoherentes no sirven 

para fundamentar una decisión. 

 

74. Hay incoherencia cuando en la fundamentación fáctica o en la fundamentación 

jurídica se verifica: o bien, una contradicción entre los enunciados que las 

componen –sus premisas y conclusiones– (incoherencia lógica), o bien, una 

inconsistencia entre la conclusión final de la argumentación y la decisión 

(incoherencia decisional). Lo primero se da cuando un enunciado afirma lo que 

otro niega; y lo segundo, cuando se decide algo distinto a la conclusión previamente 

establecida. 

 

75. Toda argumentación jurídica debe ser coherente porque, cuando el artículo 76.7.l de 

la Constitución exige que la “explica[ción de] la pertinencia de su aplicación [de 

las normas o principios constitucionales] a los antecedentes de hecho”, supone que 

tal “explicación” no debe ser contradictoria y debe ser determinante de la decisión. 

En esta misma línea, la jurisprudencia de esta Corte ha establecido que una 

motivación debe “guarda[r] coherencia entre las premisas fácticas (causas), las 

disposiciones aplicadas al caso concreto (normas), la conclusión y la decisión final 

del proceso”64. 

                                                           
64 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1596-14-EP/19, de 23 de octubre de 2019, párr. 23. En 

similar sentido, véanse las sentencias No. 609-11-EP/19, de 28 de agosto de 2019, párr. 30; No. 1276-12-

EP/19, de 25 de septiembre de 2019, párr. 31; No. 610-13-EP/19, de 23 de octubre de 2019, párr. 16; No. 

1957-12-EP/20, de 22 de enero de 2020, párr. 24; No. 1634-14-EP/20, de 13 de febrero de 2020, párr. 33; 

y, No. 19-15-EP/20, de 11 de marzo de 2020, párr. 42. La Corte Constitucional de Colombia ha 

reconocido a la coherencia decisional al exigir “que exista la debida coherencia, en todas las sentencias, 

entre los hechos […] y la decisión” (sentencia No. T-592/00, de 18 de mayo de 2000), es decir, que “la 

motivación tiene que […] guardar relación lógica con la resolución que se adopta” (sentencia No. T-

592/00, de 18 de mayo de 2000). Los dos tipos de coherencia se engloban en la exigencia, establecida por 

el Tribunal Constitucional de Perú, de que en la motivación haya “coherencia entre premisas y la 

decisión (o "motivación interna"), pues lo decidido por la judicatura debe derivarse inferencialmente de 
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76. La incoherencia lógica implica que la argumentación jurídica es aparente, es decir, 

que se vulnera la garantía de la motivación, solamente si, dejando de lado los 

enunciados contradictorios, no quedan otros que logren configurar una 

argumentación jurídica suficiente. En cambio, una incoherencia decisional siempre 

implica que argumentación jurídica es aparente y, por tanto, que se vulnera la 

garantía de la motivación. 

 

77. El siguiente es un ejemplo de incoherencia lógica extraído de la jurisprudencia de 

esta Cortex: 

 
Por consiguiente, por un lado la Sala señaló que la decisión recurrida era objeto del 

recurso de casación [enunciado contradictorio 1] pero en líneas posteriores concluyó 

que no lo era [enunciado contradictorio 2]. Por tales motivos, se observa y verifica la 

existencia de una contradicción en dicho argumento por parte de los conjueces 

nacionales para establecer una supuesta falta de ‘procedibilidad’ del recurso por el 

tipo de decisión recurrida en casación. […] En consecuencia, este Organismo verifica 

que la decisión judicial impugnada no cumple con la motivación exigida en el artículo 

76, numeral 7, literal l) de la Constitución, puesto que: […] existe contradicción en el 

análisis realizado sobre la falta de concurrencia de los requisitos de admisibilidad del 

recurso65. 

 

78. El siguiente es un ejemplo de incumplimiento de incoherencia decisional extraído 

de la jurisprudencia de esta Corte (nótese la inconsistencia entre la conclusión y la 

decisión): 

 
Como se puede apreciar, concurren dos pronunciamientos en la citada resolución: el 

primero, aceptando la incompetencia del juez de primera instancia, y por lo tanto de la 

misma Sala, en razón de territorio [conclusión]; y, el segundo, confirmando la 

sentencia expedida por el juez de primera instancia [decisión]. Y se observa, además, 

del análisis de la sentencia impugnada, que el examen de la Sala se limita únicamente 

al asunto de la competencia, mientras que no existe mención alguna de hechos, ni 

fundamentación de derecho y menos aún el análisis de la pertinencia de su aplicación a 

los antecedentes de hecho, para concluir que debe confirmarse la sentencia del inferior. 

[…] Tales presupuestos denotan la falta de coherencia de la decisión impugnada, 

principalmente porque mal cabría que la Sala se pronuncie respecto a la decisión del 

juez de primera instancia, al mismo tiempo que le ha considerado incompetente. Al 

momento de considerar motivos para declarar la incompetencia del juez de primera 

                                                                                                                                                                          
las premisas —normativas o probatorias— establecidas en la fundamentación, lo cual, ciertamente, debe 

venir expresado con un discurso argumentativamente coherente” (STC No. 08506-2013-AA, de 10 de 

noviembre de 2015, FJ 20). La Corte Constitucional de Colombia ha reconocido a la coherencia 

decisional al exigir “que exista la debida coherencia, en todas las sentencias, entre los hechos […] y la 

decisión” (sentencia No. T-592/00, de 18 de mayo de 2000), es decir, que “la motivación tiene que […] 

guardar relación lógica con la resolución que se adopta” (sentencia No. T-592/00, de 18 de mayo de 

2000). 
65 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 3932-15-EP/21, de 3 de febrero de 2021, párrs. 29 y 

31. 
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instancia, la Sala quedaba per se impedida de realizar pronunciamientos sobre los 

aspectos de fondo de la acción de protección, lo cual terminó haciendo66. 

 

(3.2) Inatinencia 
 

79. Una argumentación jurídica puede lucir suficiente, pero alguna de sus partes podría 

estar viciada por contener razones inatinentes a la decisión que se busca motivar y, 

por tanto, la suficiencia motivacional podría ser solo aparente, pues la razones 

inatinentes no sirven para fundamentar una decisión. 

 

80. Hay inatinencia cuando en la fundamentación fáctica o en la fundamentación 

jurídica se esgrimen razones que no “tienen que ver” con el punto controvertido, 

esto es, no guardan relación semántica general con la conclusión final de la 

argumentación y, por tanto, con el problema jurídico de que se trate67. Dicho de otro 

modo, una inatinencia se produce cuando el razonamiento del juez “equivoca el 

punto” de la controversia judicial. 

 

81. Toda argumentación jurídica debe ser atinente porque, cuando el artículo 76.7.l de 

la Constitución exige que la “explica[ción de] la pertinencia de su aplicación [de 

las normas o principios constitucionales] a los antecedentes de hecho”, supone que 

tal “explicación” debe referirse a la decisión que se busca motivar. 

 

82. La inatinencia no se refiere a la pertinencia jurídica de las razones esgrimidas en la 

argumentación, es decir, no alude a si las disposiciones jurídicas invocadas por el 

juzgador son o no aplicables al caso concreto. Esto último no concierne a la 

suficiencia de la argumentación jurídica, sino que alcanza a su corrección conforme 

al Derecho, lo que rebasa el alcance de la garantía de la motivación68. En efecto, el 

artículo 76.7.l de la Constitución prescribe la nulidad de una resolución si en ella 

“no se explica la pertinencia de su aplicación”, y no si las disposiciones 

                                                           
66 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1137-11-EP/20, de 26 de agosto de 2020, párrs. 25 y 

26. 
67 La Corte Constitucional de Colombia se ha referido a la atinencia al sostener que la motivación debe 

ser “conexa”, es decir, debe “relaciona[rse] directamente con el objeto cuestionado” (sentencia No. T-

468/03, de 5 de junio de 2003). Por su parte, el Tribunal Constitucional de Perú también ha reconocido la 

exigencia de esta “pertinencia” (STC No. 01939-2011-PA, de 8 de noviembre de 2011, FJ 26), pues el 

derecho a la motivación exige “que el razonamiento empleado por el juez guarde relación con el 

problema que le corresponde resolver” (STC No. 01689-2014-AA, de 22 de abril de 2015, FJ 8). Por otro 

lado, el Tribunal Constitucional de España ha aludido al concepto de pertinencia simple al afirmar que la 

motivación demanda “una argumentación ajustada al tema o temas en litigio” (STC No. 159/1992, de 26 

de octubre de 1992, FJ 3). 
68 Habría impertinencia jurídica, por ejemplo, si para establecer la responsabilidad penal de un acusado se 

aplicase un tipo penal contenido en una disposición legal ya derogada; o si para resolver sobre la 

admisibilidad de un recurso dentro de un juicio civil se aplicaran disposiciones del COIP; o si se aplicara 

la disposición del COIP referida al abigeato para determinar la responsabilidad penal de alguien que se ha 

apropiado del perro de su vecino. En supuestos como estos, lo que hay son errores de derecho que 

ameritan ser enmendados a través de los respectivos causes procesales; como, por ejemplo, mediante el 

recurso de casación por la causal de “aplicación indebida” (artículos 268.1 del COGEP, y 656 del COIP). 
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normativas aplicadas no son las jurídicamente pertinentes, es decir, si se las aplica 

de manera jurídicamente incorrecta. 

 

83. La inatinencia implica que una argumentación jurídica es aparente, es decir, que se 

vulnera la garantía de la motivación, solamente si, dejando de lado las razones 

inatinentes, no quedan otras que logren configurar una argumentación jurídica 

suficiente. 

 

84. El siguiente es un ejemplo de inatinencia extraído de la jurisprudencia de esta 

Cortexi: 

 
[…] sobre la supuesta indefensión que habría justificado la declaratoria de nulidad, la 

Sala Provincial se limitó a citar extractos doctrinales, sentencias de la Corte Nacional 

y disposiciones constitucionales que se refieren al contenido y alcance del derecho a la 

defensa. […] Empero, no explicó la pertinencia de la aplicación de dichas fuentes de 

derecho al supuesto fáctico del caso concreto. Por ejemplo, no se explicó si existieron 

solicitudes o diligencias probatorias que habrían dejado de practicarse en el juicio o, 

qué actuaciones específicas del trámite impidieron el ejercicio del derecho a la defensa 

de las partes. […] Afirmar, en abstracto, que se ha dejado en indefensión a una de las 

partes, y enunciar fuentes jurídicas que describen el contenido del derecho a la defensa, 

no constituye motivación suficiente en los términos exigidos en el numeral 7, letra l) del 

artículo 76 de la Constitución. Para ello, se debe explicar la pertinencia de la 

aplicación del derecho a las circunstancias fácticas o procesales concretas69. 

 

(3.3) Incongruencia 
 

85. Una argumentación jurídica puede lucir suficiente, pero alguna de sus partes podría 

estar viciada por ser incongruente con el debate judicial y, por tanto, la suficiencia 

motivacional podría ser solo aparente, pues las respuestas incongruentes a los 

problemas jurídicos del caso no sirven para fundamentar una decisión. 

 

86. Hay incongruencia cuando en la fundamentación fáctica o en la fundamentación 

jurídica, o bien, no se ha contestado algún argumento relevante de las partes 

procesales (incongruencia frente a las partes70), o bien, no se ha contestado alguna 

                                                           
69 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 2030-15-EP, de 2 de junio de 2021, párrs. 60ss. 
70 El término “congruencia frente a las partes” ha sido usado por esta Corte en las sentencias No. 751-15-

EP/21 de 17 de marzo de 2021, párr. 71; y, No. 953-16-EP, 7 de julio de 2021, párr. 33. El Tribunal 

Constitucional de Perú ha establecido que una de las condiciones mínimas que debe cumplir una 

motivación es “la congruencia, ya que las razones expuestas deben responder a los argumentos 

relevantes que han planteado las partes” (STC No. 08506-2013-AA, de 10 de noviembre de 2015, FJ 

20); debido a esa relevancia, “el derecho a la motivación de las resoluciones judiciales no garantiza que, 

de manera pormenorizada, todas las alegaciones de las partes tengan que ser objeto de un 

pronunciamiento expreso y detallado” (STC No. 01689-2014-AA, de 22 de abril de 2015, FJ 8). Por su 

parte, la Corte Constitucional de Colombia ha establecido que un supuesto de decisión sin motivación se 

da cuando la providencia judicial “no da cuenta de los hechos y los argumentos traídos por los supuestos 

vinculados al proceso” (sentencia No. T-302/08, de 3 de abril de 2008), aunque también ha advertido que 

“no toda falta de pronunciamiento expreso […] hace, por sí mismo incongruente una sentencia”, sino 

que es preciso “analizar si […] la falta de pronunciamiento […] es de tal importancia, que al no hacerlo, 

puede haber sido determinante en la decisión a adoptar” (sentencia No. T-592/00, de 18 de mayo de 
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cuestión que el sistema jurídico –ley o la jurisprudencia– impone abordar en la 

resolución de los problemas jurídicos conectados con cierto tipo de decisiones –

véanse, párrs. 104ss.–, generalmente, con miras a tutelar de manera reforzada un 

derecho fundamental (incongruencia frente al Derecho71)72. 

 

87. La incongruencia frente a las partes no surge cuando se deja de contestar cualquier 

argumento de las partes, sino solo los relevantes73, es decir, aquellos argumentos 

que inciden significativamente en la resolución del correspondiente problema 

jurídico. Para evaluar si la incidencia es o no significativa, es preciso atender al 

contexto del debate judicial y al estándar de suficiencia aplicable al caso concreto 

(véase, párr. 64 supra). Los argumentos de las partes son especialmente relevantes 

cuando apuntan a resolver el problema jurídico en sentido opuesto a la respuesta 

dada por el juzgador. 

                                                                                                                                                                          
2000). Finalmente, el Tribunal Constitucional de España también ha considerado que “el derecho 

fundamental a la motivación de la resolución judicial […] requiere que se dé una respuesta expresa a las 

pretensiones de las partes” (STC No. 184/1998, de 28 de septiembre de 1998, FJ 2), aunque también ha 

precisado: “como se dice en la STC 43/1997, de 10 de marzo, ‘es doctrina constante de este Tribunal que 

la exigencia constitucional de motivación, dirigida en último término a excluir de raíz cualquier posible 

arbitrariedad, no autoriza a exigir un razonamiento exhaustivo y pormenorizado de todos y cada uno de 

los aspectos y circunstancias del asunto debatido, sino que se reduce a la expresión de las razones que 

permiten conocer cuáles han sido los criterios jurídicos esenciales fundamentadores de la decisión, su 

ratio decidendi’ (SSTC 14/1991, 28/1994, 145/1995 y 32/1996, entre otras muchas)” (STC No. 92/2000, 

de 10 de abril de 2000, FJ 5). En este mismo sentido, el Tribunal Supremo Español ha sostenido que 

“como resulta lógico, hay que señalar que esta exigencia de motivación no autoriza a exigir un 

razonamiento judicial exhaustivo y pormenorizado de todos los aspectos y perspectivas que las partes 

pudieran tener de la cuestión que se decide” (STC No. 2981/2015, de 25 de junio de 2015, FJ 5). 
71 El Tribunal Constitucional de Perú se refiere, aproximadamente, a este tipo de congruencia con el 

término “motivaciones cualificadas”, en las que resulta indispensable realizar una especial justificación 

“atendiendo a que la adopción de determinadas decisiones –por ejemplo aquellas en que restringen 

derechos– requieren razones especiales que deben quedar expuestas clara y categóricamente en la 

resolución judicial en cuestión” (STC No. 08506-2013-AA, de 10 de noviembre de 2015, FJ 20), por lo 

que en tales supuestos, “la motivación de la sentencia opera como un doble mandato, referido tanto al 

propio derecho a la justificación de la decisión como también al derecho que está siendo objeto de 

restricción por parte del Juez o Tribunal” (STC No. 00728-2008-PHC, de 13 de octubre de 2008, FJ 7.f). 
72 En la sentencia No. 2590-16-EP, de 11 de agosto de 2021, párr. 30, esta Corte distinguió entre la 

congruencia “en relación a los argumentos de las partes” y la congruencia “respecto de una […] 

exigencia del ordenamiento jurídico”. 
73 La congruencia frente a las partes es una congruencia argumentativa, alude a las respuestas que el 

juzgador debe dar a los argumentos (relevantes) de las partes. Este tipo de congruencia difiere de la 

congruencia procesal, según la cual, toda decisión (decisum) judicial debe aceptar o rechazar todas las 

pretensiones, es decir, los pedidos (petita) de las partes. La motivación del juzgador, entonces, debe ser 

argumentativamente congruente; mientras que su decisión debe ser procesalmente congruente (en este 

segundo sentido, las decisiones pueden ser ultrapetita o infrapetita); de ahí que solo la primera atañe a la 

garantía de la motivación. Esta Corte ha establecido que el derecho a la tutela judicial efectiva tiene tres 

componentes: “i) el derecho al acceso a la administración de justicia; ii) el derecho a un debido proceso 

judicial; y iii) el derecho a la ejecutoriedad de la decisión” (sentencia No. 889-20-JP/21, Caso “Derecho 

al montepío, a la tutela judicial efectiva y juicio de coactiva”, de 10 de marzo de 2021, párr. 110). A la luz 

de esta estructura, la congruencia procesal, vulneraría –dependiendo del caso– el primer elemento de la 

tutela judicial efectiva (el derecho al acceso a la administración de justicia), mientras que la congruencia 

argumentativa vulnera siempre el debido proceso en la garantía de la motivación, es decir, el segundo de 

los elementos de la tutela judicial efectiva. 
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88. Toda argumentación jurídica debe ser coherente frente a las partes porque el 

artículo 76.7.l de la Constitución en concordancia con el art. 76.7.c ibíd.74 establece 

que una motivación no es suficiente si en ella no se muestra que las partes 

procesales han sido oídas. En este sentido, la Corte IDH ha establecido que la 

motivación es una “argumentación racional [… que] debe mostrar que han sido 

debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes”75. Aunque la Corte 

aclara que “[e]l deber de motivación no exige una respuesta detallada a todos y 

cada uno de los argumentos de las partes76, sino una respuesta a los argumentos 

principales y esenciales al objeto de la controversia”77 (énfasis añadido). Y, a nivel 

legislativo, los artículos 5.18 del COIP y 4.9 de la LOGJCC obligan al juzgador a 

pronunciarse sobre los argumentos “relevantes” expuestos por los sujetos 

procesales dentro del juicio. De ahí que esta Corte haya reiterado que la motivación 

de las decisiones judiciales debe guardar “congruencia”78 con las “alegaciones de 

las partes”79, particularmente, con sus “argumentos relevantes”80; de manera que 

“[l]a omisión de responder a los argumentos relevantes de las partes es un asunto 

que afecta a la suficiencia de la motivación”81. En consecuencia: 

 
Para que un auto o sentencia se considere motivado debe contener congruencia 

argumentativa que implica que el juez conteste motivadamente, al menos, los 

argumentos relevantes alegados por las partes. Así, se debe verificar que el auto o 

sentencia en cuestión ‘guard[e] la debida relación entre los alegatos vertidos por las 

                                                           
74 Constitución, artículo 76: “[e]n todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 

cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 

[…] 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: […] c) Ser escuchado 

en el momento oportuno y en igualdad de condiciones […]”. 
75 Corte IDH, Caso Apitz Barbera y otros –“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”– vs. 

Venezuela, sentencia de 5 de agosto de 2008, párr. 78; Caso Escher y otros vs. Brasil, sentencia de 6 de 

julio de 2009, párr. 139; Caso Maldonado Ordoñez vs. Guatemala, sentencia de 3 de mayo de 2016, párr. 

87; Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros vs. Perú, sentencia de 23 de noviembre de 2017, 

párr. 168. 
76 Véanse, Corte IDH, Caso Apitz Barbera y otros –“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”– 

vs. Venezuela, sentencia de 5 de agosto de 2008, párr. 90; Caso Tristán Donoso vs. Panamá, sentencia de 

27 de enero de 2009, párr. 154; Caso Zegarra Marín vs. Perú, sentencia de 15 de febrero de 2017, párr. 

178; Caso V.R.P., V.P.C.* y otros vs. Nicaragua, sentencia de 8 de marzo de 2018, párr. 255; y, Caso 

Rico vs. Argentina, sentencia de 2 de septiembre de 2019, párr. 75.  
77 Véase, Corte IDH, Caso Flor Freire vs. Ecuador, sentencia de 31 de agosto de 2016, párr. 186. 
78 Corte Constitucional del Ecuador, sentencias No. 12-13-EP/20, de 8 de enero de 2020, párr. 44; No. 

1236-14-EP/20, de 21 de febrero de 2020, párr. 19; y, No. 934-09-EP/20, de 30 de septiembre de 2020, 

párr. 44.  
79 Véanse, Corte Constitucional del Ecuador, sentencias No. 609-11-EP/19, de 28 de agosto de 2019, párr. 

30; No. 1276-12-EP/19, de 25 de septiembre de 2019, párr. 31; No. 610-13-EP/19, de 23 de octubre de 

2019, párr. 18; No. 935-13-EP/19, de 7 de noviembre de 2019, párr. 30; No. 1898-12-EP/19, de 4 de 

diciembre de 2019, párr. 24; No. 2008-13-EP/19, de 11 de diciembre de 2019, párr. 38; No. 12-13-EP/20, 

de 8 de enero de 2020, párr. 44; No. 1679-12-EP/20, de 15 de enero de 2020, párr. 50; No. 1529-14-

EP/20, de 2 de junio de 2020, párr. 26; No. 611-14-EP/20, de 8 de julio de 2020, párr. 32; y, No. 1408-14-

EP/20 de 29 de julio de 2020, párr. 28. 
80 Corte Constitucional del Ecuador, sentencias No. 1171-15-EP/20, de 14 de octubre de 2020, párr. 31; y, 

No. 790-16-EP/21, de 21 de abril de 2021, párr. 30. 
81 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1951-13-EP/20, de 28 de octubre de 2020, párr. 26. 




